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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO ADJUNTO

MONTERÍA - CÓRDOBA

Montería, Julio 30 de 2013.
SENTENCIA: 017-2013
Radicado: 23001-31-07-001-2013-00040-00
1. VISTOS
Descartada la existencia de irregularidades que hagan írrito lo actuado, emite en esta oportunidad legal la Judicatura, la sentencia de carácter anticipado que finiquite la instancia, en disfavor del acusado JULIO CESAR PARGA RIVAS, a quien la Fiscalía Sexta de la Unidad Nacional  de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, lo acusó de la comisión de los ilícitos de FAVORECIMIENTO DE HOMICIDIO, PECULADO POR APROPIACION, FALSEDAD EN DOCUMENTO PUBLICO, HOMICIDIO AGRAVADO y CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO, pronunciamiento que se hará exclusivamente por los delitos en los cuales acepta su responsabilidad.  
2. HECHOS:
Debido a la multiplicidad de punibles cometidos por el señor JULIO CESAR PARGA RIVAS, en distintas temporalidades y lugares, estos serán resumidos en orden secuencial y cronológico, que estableció la Fiscalía así:

2.1. Radicado No. 432:
El día diecinueve (19) de enero de dos mil siete (2007), en la Vereda Escobillas del municipio de Ayapel-Córdoba, dentro de la Misión Táctica TAMESIS 2, en la que resultaron muertas tres personas de sexo masculino, que hasta la fecha siguen sin identificar, en presunto enfrentamiento en la Finca COMPOSTELA, con tropas del Grupo GAULA – CORDOBA, al mando del capitán ALVARO CAMARGO. Con ocasión de esta Misión, supuestamente se pagó la suma de Seis Millones de Pesos ($6.000.000) por información, del rubro de Gastos Reservados del GAULA-CORDOBA.
Contrario a lo reportado, el Mayor JULIO CESAR PARGA RIVAS, manifiesta, que el grupo GAULA no fue quien dio muerte a esas personas y que se aprovecho de esa circunstancia para presentar resultados operacionales, declaración a la que la Fiscalía otorga total credibilidad, ya que PARGA RIVAS, fue el comandante del GAULA-CORDOBA.
Por lo anterior se concluye que la conducta punible en la que incurre PARGA RIVAS, no es la de homicidio, sino la de FAVORECIMIENTO, artículo 446 del Código Penal, puesto que al atribuirse al Grupo  GAULA la muerte de tres N.N.S. se está ayudando a eludir la acción de la justicia y a entorpecer la investigación por esos hechos. Adicionalmente se tiene que JULIO CESAR PARGA, tomo la suma de seis millones de pesos ($6.000.000), de los dineros de Gastos Reservados del GAULA, para pagar por la información recibida que dio origen a la supuesta Misión, como consta en el comprobante y acta de pago, conculcado los bienes jurídicos de la Fe Pública y la Administración Pública.

Por lo descrito la Fiscalía le atribuye responsabilidad penal al señor JULIO CESAR PARGA RIVAS en calidad de autor de los punibles de FAVORECIMIENTO DE HOMICIDIO, PECULADO POR APROPIACION Y FALSEDAD EN DOCUMENTO PUBLICO, responsabilidad que acepto libremente.  

2.2. Radicado No. 4761:
El día veintidós (22) de enero de dos mil siete (2007), en el corregimiento de SANTA LUCIA, del municipio de MONTERIA-CORDOBA, con ocasión de la misión táctica TAMESIS 2 en los que resultaron  muertas quienes posteriormente fueron identificados como HENRY RICHARD CASTRO NARVAEZ y FERNELYS ENRIQUE VILLADIEGO CORRALES, en presunto enfrentamiento con tropas del Grupo GAULA-CORDOBA. Con ocasión de esta misión se cancelo la suma de Tres Millones Novecientos Noventa y Un mil Doscientos  Ochenta Pesos ($3’991.280), por información del rubro de Gastos Reservados del GAULA.
Se cuenta con la declaración de la señora LINA SOFIA NEGRETE PADILLA, quien reconoce al occiso HENRY RICHARD CASTRO NARVAEZ, su compañero permanente, afirma que él era comerciante, vendía gallinas en el mercado y nunca fue visto portando armas.  
Por su parte el señor JUAN CORRALES ORTIZ, reconoce al occiso FERNELYS ENRIQUE VILLADIEGO CORRALES, quien era primo hermano suyo, y sostiene que su familiar era albañil, desplazado de Necoclí y nunca fue visto portando un arma. 

En indagatoria el soldado MOISES CACERES MARTINEZ, arguye que al momento de llegar la patrulla al lugar de los hechos, ya estos habían ocurrido, y se encontraban los muertos al lado de la finca, al igual que el sargento RIASCOS, PERDOMO y el mayor PARGA RIVAS y aquellos le decían que se metieran en la cabeza  que el combate había sido real. 

Otra seria inconsistencia se presenta en el hecho de que se pago por información suministrada queda cuenta de que en la zona donde se registraron las muertes, había presencia un grupo armado que extorsionada a las personas residentes, suma dineraria que se dice fue cancelada al señor HUMBERTO CARO CORREA, pero el supuesto operativo siempre tuvo como pábulo la denuncia hecha por el administrador de una finca, el señor JOSE MIGUEL PAYARES.
Por estos hechos la Fiscalía endilga la comisión de los injustos de HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 7 “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esta situación”,  donde resultaron victimas los fenecidos HENRY RICHARD CASTRO NARVAEZ y FERNELYS ENRIQUE VILLADIEGO CORRALES, en concurso con PECULADO POR APROPIACION, artículo 397 del Código Penal,  en la suma Tres Millones Novecientos Noventa y Un mil Doscientos  Ochenta Pesos ($3’991.280), responsabilidad penal que es aceptada por PARGA RIVAS.
2.3. Radicado No. 4127:
Los hechos tuvieron ocurrencia los días dos (2), doce (12) y catorce (14) de febrero de dos mil siete (2007), en zona rural del municipio de SAHAGUN-CORDOBA, con ocasión de las misiones tácticas TAMESIS 3,5 y 7, en los que resultaron muertas cinco personas, identificadas como JAN ALEXANDER PALMA MARTINEZ, JHONSNIN DARIO HERNANDEZ ORTIZ, HUMBERTO ALONSO MARQUEZ, JUAN CARLOS MAESTRE DÁVILA y JUAN DIEGO VERGARA DÁVILA, en presunto enfrentamiento con tropas del grupo GAULA-CORDOBA, por estas misiones que resultaron de una información suministrada, se pago supuestamente la suma de Ocho Millones Quinientos Mil pesos ($8’500.000) del rubro de Gastos Reservados del GAULA. En los diversos informes de patrullaje se describen varios enfrentamientos del grupo GAULA, con presuntos forajidos que fueron mostrados a la opinión pública como dados de baja en combate.
En las labores investigativas de la Fiscalía se descubrió que los jóvenes JAN ALEXANDER PALMA MARTINEZ, y JHONSNIN DARIO HERNANDEZ ORTIZ, estos dos desmovilizados de las autodefensas, salieron de sus casas días precedentes a los hechos investigados de la ciudad de Barranquilla con destino al Departamento de Córdoba, so pretexto de trabajar en unas fincas de Córdoba y sucre donde devengarían un salario de $800.000, trabajo que supuestamente había sido conseguido por presuntos reclutadores de muchachos entre los que se encontraría el individuo BARRY BECERRA VILLALBA y ROBINSON MANUEL RUIZ BLANCO, y bajo las mismas condiciones se llevaron a los señores HUMBERTO ALONSO MARQUEZ, JUAN CARLOS MAESTRE y JUAN DIEGO VERGARA.
Por los hechos arriba plasmados, la Fiscalía acuso como autor de los punibles de HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 7 “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esta situación”,  donde resultaron victimas los fenecidos JAN ALEXANDER PALMA MARTINEZ, JHONSNIN DARIO HERNANDEZ ORTIZ, HUMBERTO ALONSO MARQUEZ, JUAN CARLOS MAESTRE y JUAN DIEGO VERGARA, en concurso con PECULADO POR APROPIACION, artículo 397 del Código Penal,  en la suma de Ocho Millones Quinientos Mil pesos ($8’500.000) y el delito de FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO normado en el artículo 286 ibídem, responsabilidad penal que es aceptada por PARGA RIVAS.

2.4. Radicado No. 4753: 
El día veintidós (22) de febrero de dos mil siete (2007), en zona rural del municipio de PUEBLO NUEVO-CORDOBA, con ocasión de la misión táctica TAMESIS 9, resultaron muertas tres personas, de las cuales, solo se logro identificar a dos de ellas como RODOLFO ANTONIO BOHORQUEZ MANJARREZ y HAROLD ANDRES GUTIERREZ GONZALEZ, en un presunto enfrentamiento con tropas del grupo GAULA – CORDOBA, a quienes el GAULA, señalo como extorsionistas del propietario de la hacienda Villa Fátima, el señor SANTIAGO NIETO. 
Las señoras JUITH MARIA BOHORQUEZ MANJARRES, EUSEBIA MAGALI BOHORQUEZ MANJARRES y MARTHA CECILIA BOHORQUEZ MANJARES, manifiestan que a su hermano lo engañaron con la promesa de un empleo y se lo llevaron junto con otros jóvenes, y que las personas que le informaron tal situación, no han denunciado por temor a que atenten contra sus vidas.

Por otro lado, se allego a la encuadernación copia de Acta de Pago de fecha abril 11 de 2007, en la que se certifica el pago por parte del Mayor JULIO CESAR PARGA RIVAS, en su calidad de comandante del GAULA – CORDOBA, de la suma de Cinco Millones Quinientos Mil pesos ($5’500.000) al señor JHON JAIRO BRUNAL ENAMORADO por concepto de información suministrada para la Misión TAMESIS 9, pero el señor BRUNAL ENAMORADO, en su declaración, manifiesta que nunca ha dado información al GAULA – CORDOBA, ni haber recibido ninguna suma de dinero, asegura que lo acontecido fue que un tío suyo que es soldado profesional un día le dijo que le daba veinte Mil pesos ($20.000) por firmar un papel y así lo hizo. 

Por lo anterior, la Fiscalía le atribuye responsabilidad penal al señor PARGA RIVAS, la comisión dolosa del delito HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 7 “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, en donde resultaron como victimas los señores RODOLFO ANTONIO BOHORQUEZ MANJARREZ,  HAROLD ANDRES GUTIERREZ GONZALEZ y una persona desconocida, en concurso con el punible de PECULADO POR APROPIACION artículo 397 del Código Penal, por haberse apropiado de la suma de Cinco Millones Quinientos Mil pesos ($5’500.000) Responsabilidad que acepto libremente. 

2.5. Radicado No. 4770:
El día veintiocho (28) de febrero de dos mil siete en zona rural del municipio de PUEBLO NUEVO-CORDOBA, con ocasión de la misión táctica TAMESIS 10, resultaron muertos los señores AMAURY ENRIQUE MERCADO MONTES y CRISTIAN MANUEL SUAREZ PARDO, en presunto enfrentamiento con tropas del Grupo GAULA-CORDOBA, quienes fueron presentados ente la opinión pública como extorsionistas, por la información que origino dicha misión se pago presuntamente la suma de Cuatro Millones  de pesos ($4’000.000), del rubro de gastos reservados del GAULA.
Por su parte el señor JORGE ELIAS FONTALVO SUAREZ, quien para la época de los hechos, se desempeñaba como Coordinador de la Unidad Investigativa de Policía Judicial del GAULA, afirma que  en ningún momento se recibió denuncia por el delito de Extorsión antes de los operativos donde perdían la vida personas a manos de la Unidad Operativa del GAULA, dirigido por el señor PARGA RIVAS, además el señor JAIRO ALFONSO VARILLA RUIZ, quien presuntamente recibió el pago por la información que suministro, asegura que nunca ha dado información al Ejercito Nacional. 
La Fiscalía atribuye responsabilidad penal al señor PARGA RIVAS, por los punibles de HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 7 “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, en donde resultaron como victimas los señores AMAURY ENRIQUE MERCADO MONTES y CRISTIAN MANUEL SUAREZ PARDO, en concurso con el punible de PECULADO POR APROPIACION artículo 397 del Código Penal, por haberse apropiado de la suma de Cuatro Millones  de pesos ($4’000.000), delitos aceptados por el señor PARGA RIVAS.
2.6. Radicado No. 6542:
El día once (11) de Marzo de dos mil siete (2007), en zona rural del municipio de CERETE-CORDOBA, con ocasión de la misión Táctica TAMESIS 14, en la que resulto muerto el señor FABIO ENRIQUE TABOADA AVILA, y a una persona que no se logró identificar, en un presunto enfrentamiento con tropas del Grupo GAULA-CORDOBA.

En declaraciones de YUDIS DEL CARMEN AVILA SALAZAR, e HILDA ROSA SALAZAR ALVAREZ, familiares de la víctima, describen  a TABOADA AVILA, como una buena persona que se desempeñaba como ayudante de albañilería y como vendedor de agua, labor que desempeñaba en la ciudad de Sincelejo, donde vivía con la segunda de las mencionadas, quienes lo vieron por última vez entre los días 26 o 28 de febrero de 2007, cuando en horas del medio día se marchó tras una oferta de trabajo propuesta por dos individuos que se movilizaban en motocicleta, con quienes partió con rumbo desconocido, además, de las serias inconsistencias presentadas en el informe de patrullaje.
Por estos hechos, la Fiscalía atribuye el injusto de HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 7 “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, en donde resultaron como victimas FABIO ENRIQUE TABOADA AVILA, y a una persona que no se logró identificar, a lo que responde el procesado, que no acepta su responsabilidad.
2.7. Radicado 428:
El día catorce (14) de Marzo de dos mil siete (2007), en zona rural del municipio de Cereté – Córdoba, con ocasión a la Misión Táctica TEMESIS 14, resulto muerto el señor ANDRES FELIPE MARIN PELAEZ, en un supuesto enfrentamiento con tropas del Grupo GAULA – CORDOBA, quienes protegían al señor HUGO DE JESUS SIERRA, quien era víctima del delito de extorsión, pero este ultimo declara que solo fue víctima de hurto y el homicidio del señor ANDRES FELIPE MARIN PELAEZ, ocurrió dos meses antes del hurto. 

Además, de lo anterior, se pago la suma de Dos Millones de Pesos ($2.000.000) por la información que se recibió y que dio génesis a la misión táctica.

Por este hecho la Fiscalía imputa al señor JULIO CESAR PARGA RIVAS, a titulo de autor, los delitos HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 7 “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, en concurso con el tipo de PECULADO POR APROPIACION, artículo 397 del Código Penal, responsabilidad penal que acepta el procesado.
2.8. Radicado 436:
El día veinte (20) de Marzo de dos mil siete (2007), en zona rural del municipio de TIERRALTA-CORDOBA, con ocasión de la Misión Táctica TAMESIS 13 en la que resultaron muertos los señores FABIAN MARTINEZ HINESTROZA y ALMEI JOSE ANAYA MEDINA, en presunto enfrentamiento con tropas del grupo GAULA-CORDOBA, por la información que originó la misión, se pagó la suma de  Seis Millones de Pesos ($6.000.000), del rubro de Gastos Reservados  del GAULA-CORDOBA.
Por su parte PARGA RIVAS, en diligencia de indagatoria, manifiesta que se tomó el dinero para la compra de armas, y dárselas a los de la red de cooperantes pero no para pagarles por información, sino por  llevarlos a realizar operativos en los cuales se hicieron gastos fuera de la ley y se legalizaron como pago de información que nunca existió.
La fiscalía en este caso atribuye responsabilidad penal al procesado por los injustos de FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO artículo 286 del Código Penal en concurso con PECULADO POR APROPIACION, artículo 397 ibídem, por apropiarse de la suma de  Seis Millones de Pesos ($6.000.000), el procesado manifiesta que acepta su responsabilidad penal por estos delitos, en cuanto al homicidio no acepta los cargos formulados. 
2.9. Radicado No. 4764:
El día veinticuatro (24) de  Marzo de dos mil siete (2007), en zona rural del municipio de MONTERIA-CORDOBA, con ocasión de la Misión Táctica TAMESIS 15, en la que resultaron muertos quienes posteriormente fueron identificados como DOUGLAS JOSE CUELLO PICO y ELVER ADRIAN CASALLAS MORALES, en presunto enfrentamiento con  tropas del Grupo GAULA – CORDOBA.  

La anterior operación militar surge de las denuncias hechas por la señora LUZ HERILDA AYA MONTAÑO ante el GAULA, en la que manifestó haber recibido varias llamadas  extorsivas por parte de un individuo que se identificaba como FRANKLIN de las Águilas Negras, pero esta afirmación del GAULA, es refutada  por la declaración del Detective JORGE ELIAS FONTALVO SUAREZ, Funcionario de Policía Judicial del DAS, adscrito al GAULA – CORDOBA, en la que manifiesta que durante el año dos mil siete (2007), antes de los operativos en los que hubo muertos, nunca fueron recibidas denuncias, siendo justamente estas las que deberían dar génesis a tales incursiones militares.

Los familiares de las victimas aseguran que estos, eran desmovilizados de las autodefensas a los que les habían hecho una oferta laboral y ese mismo día fueron ultimados por el Grupo GAULA, en la finca Villa Arledy, en zona rural del  municipio de Montería. 

Además, mediante comprobante No. 19 y el Acta  No. 013 de Pago de información de gastos  reservados, de fecha diecisiete (17) de Mayo de dos mil siete (2007), entrega la suma de cuatro millones de pesos ($4’000.000), al señor LUIS CANO TEHERAN, por concepto de pago de información que condujo a la muerte en combate de dos N.N. en el desarrollo de la misión táctica TAMESIS 15; pero dicha información no se dio en realidad, ni se pago el dinero, como bien lo atesta otra de las personas que supuestamente recibió dineros de esa Unidad, JHON JAIRO BRUNAL ENAMORADO, manifiesta que su tío MARCOS VINICIO VILLEGAS CERVANTES, que era soldado profesional adscrito al GAULA – CORDOBA, le dijo que firmara unos documentos y le daba a cambio veinte mil pesos ($20.000), lo que igualmente hizo con LUIS CANO TEHERAN, por lo que se genero un detrimento patrimonial en las arcas de la administración. 

Por estos hechos arriba descritos, la Fiscalía imputa al señor PARGA RIVAS, a titulo de autor, el delito HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 7 “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, en concurso con el punible de PECULADO POR APROPIACION artículo 397 del Código de las Penas, por apropiarse de la suma de cuatro millones de pesos ($4’000.000), hechos en los que el procesado acepta su responsabilidad penal.

2.10. Radicado No. 435:
El día doce (12) de abril de dos mil siete (2007), en zona rural del municipio de TIERRALTA-CORDOBA, con ocasión de la Misión Táctica TAMESIS 18 en la que resultaron  el señor JHONATTAN LUIS GONZALEZ PRENS y un otra personas de sexo masculino sin identificar; por la información allegada al GAULA que permitió dar de baja a dos presuntos delincuentes se cancelo la suma de Tres Millones Quinientos Mil Pesos (3’500.000), del rubro de Gatos Reservados del GAULA, y debido a las irregularidades de dicho operativo, la Fiscalía descubre, que no hubo un enfrentamiento armados, sino la ejecución extrajudicial de dos civiles que se encontraban desarmados. Por lo que la Fiscalía le formula los cargos de HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 7 “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, en concurso con el punible de PECULADO POR APROPIACION artículo 397 del Código de las Penas, por apropiarse de la  suma de Tres Millones Quinientos Mil Pesos (3’500.000), hechos en los que el procesado acepta su responsabilidad penal.
2.11. Radicado No. 433:
El día catorce (14) de Abril de dos mil siete (2007), en el corregimiento BUENOS AIRES del municipio de SAN PELAYO – CORDOBA, con ocasión de la Misión Táctica TAMESIS 19, en la que resulto muerto el señor NESTOR MANUEL FONTALVO MARTINEZ, en presunto enfrentamiento con tropas del GAULA-CORDOBA. En esta misión, se pagó la suma de Un Millón Quinientos Mil Pesos ($1’500.000).
Lo anterior se contradice con el informe de patrullaje suscrito por el teniente CRIOLLO LUCUMI, como en su indagatoria, no relaciona a ningún informante que tuviera relación con el supuesto resultado operacional, además no concuerda lo declarado por los miembros del GAULA, con las heridas halladas en el cadáver de la  víctima. 
Por estos hechos la Fiscalía le formula el cargo al procesado PARGAS RIVAS, de PECULADO POR APROPIACION artículo 397 del Código de las Penas, por apropiarse de la  suma de Un Millón Quinientos Mil Pesos ($1’500.000), hechos en los que el procesado acepta su responsabilidad penal.

2.12. Radicado No. 4770:
El día veintisiete (27) de abril de dos mil siete (2007), en zona rural del municipio de Montería – Córdoba, con ocasión de la Misión Táctica TAMESIS 21 en la que resultaron muertos los señores EDWIN CARLOS RODRIGUEZ ROMERO y YEIMER ALFREDO MORALES PEREZ, en un presunto enfrentamiento con tropas del GAULA – CORDOBA, dicha operación surgió con el fin de contrarrestar la extorsión de la que venía siendo víctima el señor ARMANDO ALIAS PINEDA MUÑOZ, pero no existe prueba documental de la denuncia que presuntamente hiciere la víctima, ni tampoco de que los occisos fueran miembros de alguna banda criminal, además, se pago por concepto de información que dio origen al operativo contradiciendo la tesis de la denuncia, un valor de Tres Millones Quinientos Mil Pesos ($3’500.000), por tal motivo la fiscalía endilga responsabilidad penal a titulo de autor al señor JULIO CESAR PARGA RIVAS, por el delito HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 7 “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, donde resultaron muertos los señores EDWIN CARLOS RODRIGUEZ ROMERO y YEIMER ALFREDO MORALES PEREZ, en concurso con el punible de PECULADO POR APROPIACION, por la suma de Tres Millones Quinientos Mil Pesos ($3’500.000), imputación que acepta libremente el procesado.

2.13. Radicado No. 4772:
El día cuatro (4) de Mayo de dos mil siete (2007), en el corregimiento Guasimal del municipio de Montería – Córdoba, con ocasión de la Misión Táctica METIZ 1, resultaron muertos los señores MICHAEL DE JESUS SEVILLA RODRIGUEZ y LUDWIN ERICKSON ORTEGA ARRIETA, en un presunto enfrentamiento con tropas del grupo GAULA –CORDOBA, enfrentamiento que surgió cuando los miembros del grupo GAULA, se encontraban n el corregimiento de Puerto Bujo y Guasimal, por información de que  en la zona delinquían miembros del grupo delincuencial de las Águila Negras, y se cancelo por esta información la suma de  Tres Millones Seiscientos Mil Pesos ($3’600.000), del rubro de Gastos Reservado del GAULA-CORDOBA.
Contrario a lo arriba planteado por el grupo GAULA, el sub oficial de la Policía Nacional MICHEL ANTONIO MORELO ARRAZOLA, quien para fecha de los hechos estaba encargado de la subestación  de las Palomas, durante el tiempo que prestó sus servicios en esa subestación, manifiesta que el orden público era tranquilo, no amenazaban, ni extorsionaban, ni secuestraban, ni había denuncia alguna de presencia de grupos armados ilegales, tampoco se probo que las victimas fueran miembros integrantes algún grupo armado al margen de la Ley.  

Por lo anterior, la fiscalía endilga responsabilidad penal a titulo de autor al señor ANTONIO ROZO VALBUENA, por el delito HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 7 “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, donde las víctimas fueron los señores MICHAEL DE JESUS SEVILLA RODRIGUEZ y LUDWIN ERICKSON ORTEGA ARRIETA, en concurso con  el punible de PECULADO POR APROPIACION, por apropiarse de la suma equivalente a Tres Millones Seiscientos Mil Pesos ($3’600.000), del rubro de Gastos Reservado del GAULA-CORDOBA, imputación que acepta libremente el procesado.
2.14. Radicado No. 4774:
El día diecinueve (19) de Mayo de dos mil siete (2007), en zona rural del municipio de Tierralta – Córdoba, con ocasión a la Misión Táctica MINEROS 8, el grupo GAULA del Ejercito Nacional,  de la ciudad de Montería, presento a dos jóvenes sin identificar, como abatidos en combate; Que de acuerdo a las investigaciones adelantadas  se logra identificar a los occisos como RICARDO ANTONIO MOLINA OSORIO Y RONALD DE JESUS BERDUGO MOLINA, y por la información supuestamente brindada que origino la operación militar se cancelo la suma de Cuatro Millones de Pesos ($4’000.000); estas personas fueron enviadas al lugar donde se presento el supuesto combate por un grupo de individuos, entre los cuales se encuentran HERMES DE JESUS TORRES BLENTRAN, PABLO ENRIQUE MEJIA VASQUEZ, MARLYS SELINA PEREZ MARTINEZ y DIEGO GOMEZ HERNANDEZ, teniendo estos un acuerdo previo para engañar a sus víctimas con promesas de empleo y mejorar su condición de vida, para así trasladarlas al lugar donde serían ultimados y presentados a la opinión Pública como delincuentes que habían sido dados de baja por el Ejercito Nacional, demostrándose que estas personas recibían pagos de miembros del Ejercito por cada persona que enviaban.

Por su parte el ente acusador atribuye responsabilidad penal a titulo de autor al señor JULIO CESAR PARGA RIVAS, por el delito HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 4° “Por motivo fútil o abyecto” y 7° “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, donde las víctimas fueron los señores RICARDO ANTONIO MOLINA OSORIO Y RONALD DE JESUS BERDUGO MOLINA, en concurso con el delito de PECULADO POR APROPIACION, artículo 397, por apropiarse de la suma de Cuatro Millones de Pesos ($4’000.000); imputación que acepta libremente el procesado.
2.15. Radicado No. 6543:
El día veinte (20) de Mayo de dos mil siete (2007), en zona rural del municipio de TIERRALTA-CORDOBA, con ocasión de la Misión Táctica MINEROS 8 en la que resultaron  muertos quienes posteriormente fueron identificados como JAIR HERNANDEZ MENCO y JORGE JOVANNY ROJAS ARIAS, en presunto  enfrentamiento con tropas del GAULA-CORDOBA, y por la información que presuntamente origino el operativo militar que dio como resultado la baja de dos delincuentes se pago la suma equivalente a Cuatro Millones de Pesos ($4’000.000), del rubro de Gastos Reservados del GAULA-CORDOBA. 
En las entrevistas de NILA ISABEL OSPINA HERRERA, MARIA MAGDALENA GONZALEZ HERRERA y FRANCISCO MANUEL GARCES PESTAN, quienes afirman haber conocido al señor JORGE JOVANNY ROJAS ARIAS, quien llegó de la ciudad de Medellín a vivir a la ciudad de Montería, en la cual empezó a consumir drogas y se volvió habitante de la calle, que para sostener el vicio robaba cable telefónico y que después de cuatro días de haber desaparecido, se dieron cuenta de su muerte a través del periódico. 
En entrevista de YOLEIDA INES RICO PABUENA, compañera permanente de JAIR HERNANDEZ MENCO, afirma que su compañero estando en Barranquilla, donde había ido a conseguir trabajo, la había llamado para decirle que iba a trabajar al municipio de Planeta Rica, en una finca, a mediados del mes de mayo de 2007, este la llamo en cuatro ocasiones. Se presentan varias inconsistencias en la muerte de las aquí victimas, que descartan que su deceso se haya producido como consecuencia de un enfrentamiento armado, avizorándose el modus operandi empleado en los llamados falsos positivos.

Pos estos hechos, el ente acusador formula cargos al procesado, en calidad de autor, por los delitos de HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 4° “Por motivo fútil o abyecto” y 7° “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, donde las víctimas fueron los señores JAIR HERNANDEZ MENCO y JORGE JOVANNY ROJAS ARIAS, en concurso con el delito de PECULADO POR APROPIACION, artículo 397, por apropiarse de la suma de Cuatro Millones de Pesos ($4’000.000); imputación que acepta libremente el procesado.
2.16. Radicado No. 6723:
El día veintiséis (26) de Mayo de dos mil siete (2007), en zona rural del municipio  de TIERRALTA-CORDOBA, con ocasión de  la Misión Táctica MINEROS 8 en la que resultaron muertos los señores JUAN CARLOS BARRETO  y SICARDI JULIO QUIROZ, en un presunto enfrentamiento con tropas del GAULA-CORDOBA. Con ocasión a esta misión presuntamente se pagaron Cuatro Millones de Pesos ($4’000.000), por información, del rubro de Gastos Reservados del GAULA-CORDOBA. 
Tenemos que el señor JAIRO ALFONSO VARILLA RUIZ, quien fue la persona que supuestamente entrego la información de que en la zona donde ocurrió el combate, estaba siendo azotada por la delincuencia, manifiesta, que nunca ha dado información al Ejercito Nacional, ni ha recibido recompensa alguna.

Por estos eventos la Fiscalía le atribuye responsabilidad penal a PARGA RIVAS, por los punibles de HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 4° “Por motivo fútil o abyecto” y 7° “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, donde las víctimas fueron los señores JUAN CARLOS BARRETO  y SICARDI JULIO QUIROZ, en concurso con el delito de PECULADO POR APROPIACION, artículo 397, por apropiarse de la suma de Cuatro Millones de Pesos ($4’000.000); imputación que acepta libremente el procesado.

2.17. Radicado No. 431:
El día dos (2) de junio de dos mil siete (2007), en zona rural del municipio de MONTELIBANO-CORDOBA, con ocasión de la Misión Táctica MONACO 9 en la que resultaran muertos dos personas de sexo masculino sin identificar, en presunto enfrentamiento con tropas del GAULA-CORDOBA. Con ocasión a esta misión presuntamente se pagaron  Cuatro Millones de Pesos ($4’000.000), por la información que permitió  realizar el operativo y dar de baja a los supuestos criminales que delinquían en la región. 
En el informe de cotejo balístico de las armas encontradas a los N.N.  se concluye que el arma tipo Fusil  Calibre 7.62, no podía hacer disparos, ya que la varilla que hace la función de aguja percutora no hiere bien la capsula fulminante.
Por otro lado se cuenta con la declaración del señor MARLON DARIO CARPIO LOPEZ, a quien PARGA RIVAS, presuntamente dio la información, manifiesta que nunca entrego información al Ejercito Nacional, y que una vez firmo un documento en el GAULA, por una supuesta encuesta.
Por estos eventos la Fiscalía le atribuye responsabilidad penal a PARGA RIVAS, por los punibles de HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 4° “Por motivo fútil o abyecto” y 7° “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, donde las víctimas dos personas no identificadas, en concurso con el delito de PECULADO POR APROPIACION, artículo 397, por apropiarse de la suma de Cuatro Millones de Pesos ($4’000.000), y FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO artículo 286 del Código Penal; imputación que acepta libremente el procesado.
2.18. Radicado No. 7238:
El día once (11) de junio de dos mil siete (2007), en el corregimiento Carbonero del municipio de CHINU-CORDOBA, con ocasión de la Misión Táctica JUPITER 11, en la que resultaron muertos los señores MAURICIO ANTONIO RAMIREZ PATERNINA, JAER ANTONIO CHAVEZ VERGARA y LUIS FERNANDO HERRERA TUHIRAN, en presunto enfrentamiento con tropas del grupo GAULA-CORDOBA, y por la información que supuestamente se recibió y permitió dar de baja a varios delincuentes se pago la suma equivalente a Seis Millones de Pesos ($6’000.000).
Lo anterior se contradice cuando en el informe de patrullaje, pues según este, la misión tiene su génesis en las denuncias que hiciere el señor ALVARO MANUEL MONTES, quien estaba siendo víctima del delito de extorsión, en donde nunca hubo la intervención de un informante.

Por lo anterior la Fiscalía le formula el injusto de PECULADO POR APROPIACION, artículo 397, por apropiarse de la suma equivalente a Seis Millones de Pesos ($6’000.000).
A lo que el procesado responde que acepta su responsabilidad. 

2.19. Radicado No. 4773:
El día veintitrés de Junio de dos mil siete (2007), en zona rural del municipio de TIERRALTA-CORDOBA, con ocasión de la misión táctica JUNO 13, en la que resultaron muertos dos N.N. de sexo masculino, en presunto enfrentamiento con tropas del grupo GAULA-CORDOBA. Con ocasión de esta misión se pagaron Cuatro Millones de Pesos ($4’000.000) por información, del rubro de Gastos Reservados del GAULA.
En cuanto a la responsabilidad del procesado en estos hechos, manifiesta este que tenía conocimiento de la falsa operación que se ejecutó y que dejo encargado a sus subordinados, además, las victimas no eran foráneas de la región, un elemento típico de los falsos positivos, ya que lo pretendido era que no fueran identificadas.

 Por estos eventos la Fiscalía le atribuye responsabilidad penal a PARGA RIVAS, por los punibles de HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 4° “Por motivo fútil o abyecto” y 7° “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, donde las víctimas dos personas no identificadas, en concurso con el delito de PECULADO POR APROPIACION, artículo 397, por apropiarse de la suma de Cuatro Millones de Pesos ($4’000.000), cargos que acepta libremente. 

2.20. Radicado No. 4540-1:
El día trece (13) de Julio de dos mil siete (2007) en la vereda Flechas del corregimiento de Carbonero, municipio de CHINU-CORDOBA, con ocasión de la misión Táctica JACSON 15,  en la que resultaron muertos en presunto enfrentamiento con tropas del grupo GAULA-CORDOBA, tres personas identificadas como FRANK PADILLA BANDERA, JHON JAIRO COLON AYALA y DAYNER JOSE DE HOYOS. 
En esta misión se pagaron supuestamente la suma de Seis Millones de Pesos ($6’000.000) por información, del rubro de gastos reservados del GAULA-CORDOBA. 

Sobre estos hechos PARGA RIVAS, en su injurada, acepta la responsabilidad por la muerte de las aquí víctimas, como quiera que él tuvo conocimiento que en la Misión Táctica JACSON 15 se iban a presentar unas bajas de manera premeditada y fríamente calculada, en lo que estuvo de acuerdo y en razón a ello legalizó dicha misión suscribiendo la correspondiente orden y suministrando los dineros requeridos para ella del rubro de gastos reservados.
 Imputa la Fiscalía los cargos al procesado de HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 4° “Por motivo fútil o abyecto” y 7° “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, donde las víctimas fueron identificadas como FRANK PADILLA BANDERA, JHON JAIRO COLON AYALA y DAYNER JOSE DE HOYOS, en concurso con el delito de PECULADO POR APROPIACION, artículo 397, por apropiarse de la suma de Seis Millones de Pesos ($6’000.000), y FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO artículo 286 y FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO artículo 286 del Código Penal; imputación que acepta libremente el procesado.

2.21. Radicado No. 4540-2:
El día seis (6) de agosto de dos mil siete (2007), en el corregimiento Panamá del municipio de CHINU-CORDOBA, en desarrollo de la misión Táctica APOLO 22, en la que murieron en presunto enfrentamiento con tropas del GAULA-CORDOBA, tres personas identificadas como CRISTIAN JAVIER VERGARA OZUNA, LUIS FERNANDO MEJIA VIDES y MIGUEL E. JIMENEZ CHAMORRO. En esta misión presuntamente se pagaron  Seis Millones de Pesos ($6’000.000), por información, del rubro de gastos reservados del GAULA.

En indagatoria el Mayor JULIO CESAR PARGA RIVAS, reconoce que con los dineros de gastos reservados del GAULA-CORDOBA, destinados al pago de información y recompensas, fueron utilizados por él, en provecho propio y de terceros, para la realización de los llamados falsos positivos.
La Fiscalía endilga los punibles al procesado de HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 4° “Por motivo fútil o abyecto” y 7° “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, donde las víctimas respondían en vida a los nombres de CRISTIAN JAVIER VERGARA OZUNA, LUIS FERNANDO MEJIA VIDES y MIGUEL E. JIMENEZ CHAMORRO, en concurso con el delito de PECULADO POR APROPIACION, artículo 397, por apropiarse de la suma de Seis Millones de Pesos ($6’000.000), y FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO artículo 286 y FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO artículo 286 del Código Penal; imputación que acepta libremente el procesado.

2.22. Radicado No. 4771:
El día veintiuno (21) agosto de dos mil siete (2007), en zona rural del municipio de Puerto Escondido – Córdoba, con ocasión de la Misión Táctica AFRODITA 26, resultaron muertos NESTOR MANUEL SIMANCA SALCEDO  e ISAAC HERNANDEZ CLEMENTE, en presunto enfrentamiento con tropas del GAULA-CORDOBA, por la información que dio origen a esta información se pago la suma equivalente a Cuatro Millones de Pesos ($4’000.000).
Al investigar estos hechos, el ente acusador descubre, que las víctimas, fueron llevadas al lugar del supuesto enfrentamiento armado bajo engaños, tal y como lo confirman sus familiares, cuando sostiene que alias EL GORDO, un desmovilizado de las autodefensas, se encargaba de recoger a personas que les prometía trabajo y luego aparecían muertas, además, tampoco existió ningún informe  o denuncia que  pudiera llevar a la conclusión que en la región,  existiera amenaza de secuestro o que se presentaran extorsiones y sin embargo, el GAULA, pago la suma de Cuatro millones de pesos ($4.000.000), por la supuesta información que se brindo y que dio origen a la operación militar.
Por su parte el ente acusador atribuye responsabilidad penal a titulo de autor al señor JULIO CESAR PARGA RIVAS, por el delito HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 4° “Por motivo fútil o abyecto” y 7° “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, donde las víctimas fueron los señores NESTOR MANUEL SIMANCA SALCEDO  e ISAAC HERNANDEZ CLEMENTE, en concurso con el delito de PECULADO POR APROPIACION, artículo 397, por apropiarse de la suma de Cuatro Millones de Pesos ($4’000.000), y FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO artículo 286 y FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO artículo 286 del Código Penal; imputación que acepta libremente el procesado imputación que acepta libremente el procesado.
2.23. Radicado No. 6820:
El día siete (7) de septiembre de dos mil siete (2007), en zona rural del municipio de Los Córdobas – Córdoba, con ocasión de la Misión Táctica SATURNO 27, resultaron muertos los señores EFREN DARIO CHANTRE RIVERA y YEISON DAVID IDROBO HOYOS,  en presunto enfrentamiento con tropas del GAULA-CORDOBA. Con ocasión a esta misión presuntamente se pagaron Cuatro Millones de Pesos ($4’000.000), por información, del rubro de Gastos Reservados del GAULA-CORDOBA

Por su parte los familiares de las victimas sostienen que estos fueron contactados por la señora VICKY MONTENEGRO, quien les informo de una oportunidad de trabajo y les dio los viáticos para que se desplazaran hasta el lugar donde laborarían, luego de esto, solo volvieron a tener conocimiento de sus familiares cuando aparecieron muertos.

La fiscalía logra demostrar que nunca hubo un enfrentamiento armado, sino que fue una ejecución extrajudicial de la que fueron víctimas los occisos, y todo fue un plan fraguado para conseguir jóvenes ofreciéndoles promesas laborales, para luego darles de baja. La fiscalía señala como responsable a titulo de autor al señor JULIO CESAR PARGA RIVAS, por el delito HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 4° “Por motivo fútil o abyecto” y 7° “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, donde las víctimas fueron los señores EEFREN DARIO CHANTRE RIVERA y YEISON DAVID IDROBO HOYOS, en concurso con el injusto de PECULADO POR APROPIACION, artículo 397, por apropiarse de la suma de Cuatro Millones de Pesos ($4’000.000), imputación que acepta libremente el procesado.

2.24. Radicado No. 7414:
El día siete (7) de Octubre de dos mil siete (2007), en zona rural del municipio de LOS CORDOBA-CORDOBA, con ocasión de la Misión Táctica ORION 31, en la que resultara muerto el señor  DIYER ANDRES BARONA VALENCIA, en presunto enfrentamiento con tropas del GAULA-CORDOBA. 

Lo que resulta extraño a lo descrito en los informes de patrullajes, es que de la prueba técnica de residuos de disparos, se demostró que la victima nunca acciono un arma de fuego y que en su cadáver fueron hallados anillos de contusión con residuos de pólvora,  lo que demuestra la cercanía que tenían los victimarios al momento de accionar sus fusiles contra la víctima.

La fiscalía señala como responsable a titulo de autor al señor JULIO CESAR PARGA RIVAS, por el delito HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 4° “Por motivo fútil o abyecto” y 7° “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, donde la víctima fue identificada como DIYER ANDRES BARONA VALENCIA, responsabilidad que acepta el procesado libremente.

2.25. Radicado No. 7065:
El día veinte (20) de octubre de dos mil siete (2007), en zona rural del municipio de LOS CORDOBAS-CORDOBA, con ocasión de la misión Táctica ORESTES 36, en la que resultara muerto el señor  BALBINO ARLEY GOMEZ, en presunto enfrentamiento con tropas del grupo GAULA-CORDOBA.
En informe de patrullaje suscrito por el teniente WILMAR CRIOLLO LUCUMI, en el que dice que con el fin de contrarrestar el posible secuestro de la señora MARIA CLAUDIA BALLESTA BOLAÑOS, se trasladan a la zona, donde al escuchar unos automotores el soldado puntero hace la proclama a lo cual reaccionan con fuego. 
En escrito presentado por la señora OLGA LUCIA CRUZ ATOY, compañera permanente de la víctima, manifiesta que su compañero partió hacia la ciudad de Montería, porque la señora VICTORIA MONTENEGRO, le había conseguido un trabajo en esta ciudad y no lo volvió a ver más. 
En  indagatoria la señora VICTORIA EUGENIA MONTENEGRO SANDOVAL, manifiesta que la persona que se llevo a las víctimas fue el teniente CRIOLLO LUCUMI, quien les ofrecía trabajo en la ciudad de Montería y él costeó el transporte de las víctimas desde la ciudad de Popayán a la ciudad de Montería. 

En diligencia de indagatoria el señor JULIO CESAR PARGA RIVAS, acepta la responsabilidad en el delito de HOMICIDIO AGRAVADO, dado que tenía conocimiento y auspiciaba el actuar del teniente CRIOLLO LUCUMI, por lo que La fiscalía señala como responsable a titulo de autor al señor JULIO CESAR PARGA RIVAS, por el delito HOMICIDIO AGRAVADO artículos 103 y 104 No. 7° “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esa situación”, donde la víctima fue identificada como BALBINO ARLEY GOMEZ, responsabilidad que acepta el procesado libremente.

Por los hechos narrados, observa el ente acusador que se presenta el mismo modus operandi en todas las operaciones militares comandadas por JULIO CESAR PARGA RIVAS como comandante general del GAULA-CORDOBA, por lo que se desprende el acuerdo de voluntades realizado por este con los demás oficiales para cometer homicidios, tomando a personas incautas para hacerlas pasar como delincuentes dados de baja, así como la compra de armamento y hacer una puesta en escena de los  falsos enfrentamientos armados,  y de esta forma obtenían beneficios por los altos resultados operacionales del destacamento militar, incurriendo de esta forma en el delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO, acusación que acepta libremente el procesado. 
3. PLENA IDENTIFICACIÓN DEL PROCESADO:
JULIO CESAR PARGA RIVAS: Identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 80’428.836 de Madrid-Cundinamarca hijo  de ERICERIO PARGA y JUDITH RIVAS DE PARGA, nacido el 16 de Noviembre de 1971 en Garzón-Huila, de estado civil Separado de PAOLA ANDREA CRUZ FORERO. 
4. DE LA COMPETENCIA

Por la naturaleza de las conductas por las que la Fiscalía formuló cargos, en particular la de concierto para delinquir agravado conforme al inciso 2º del artículo 340 del C. P., este despacho es competente para conocer del asunto sub júdice con arreglo a lo dispuesto en el numeral 7 del artículo 5º transitorio de la Ley 600 de 2000, que asigna el conocimiento de esos casos a los jueces penales del circuito especializado.

5. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO:
El instituto de la sentencia anticipada, corresponde a la política criminal del Estado, en aras de una eficaz y pronta administración de justicia, procurando que el infractor de la ley penal acepte su responsabilidad penal, enfrentando las consecuencias punitivas de su proceder, dentro del esquema de la lealtad procesal
.
Así dentro del diseño del principio de lealtad procesal para propiciar dicha aceptación, el fiscal de manera clara y detallada debe enrostrar cada una de las conductas, delimitando las circunstancias de agravación o atenuación punitiva, así como las circunstancias de mayor o menor punibilidad que concurrieren, es decir efectuando una calificación fáctico  jurídica de los hechos, de manera tal que se torne intangible e inmodificable.

De ahí que la formulación y aceptación de cargos tenga la categoría de inmodificable, pues le está vedado al Fiscal y al Juez variar o adicionar la acusación en los tópicos aceptados, salvo para favorecer al procesado, por lo que en la sentencia emitida por el Juez, debe operar el principio de congruencia entre la formulación de cargos y la sentencia
.
A este trámite se acogió el procesado JULIO CESAR PARGA RIVAS en la etapa instructiva y por ello la Fiscalía le formuló los cargos contenidos en el acta visible a folios 74 a 270 del cuaderno original No. 19.

La permanencia de la prueba, impone al juez la valoración de toda la prueba recaudada por la fiscalía, bajo los rigores de la sana Crítica, con base en las reglas de la experiencia, los postulados de la ciencia y parámetros de la lógica. En punto a los requisitos de condena el art., 232 del C. de P. P. señala que deberán concurrir la certeza en la materialización de la conducta y responsabilidad del inculpado.
Desde ya el Despacho advierte que la Fiscalía cometió un error en la resolución que definió situación jurídica y en el acta de formulación de cargos, ya que en la parte motiva de la resolución de fecha Noviembre dos (2) de dos mil doce (2012), a folios No. 7 del Cuaderno No. 16 al momento de hacer la calificación jurídica, endilga La circunstancia de Agravación normada en el artículo 342 del Código Penal, y a folio 280 de la misma encuadernación dice:
“A partir de los elementos genéricos a los que se contrae la descripción de la conducta básica en el tipo penal de concierto para delinquir, de ordinario no se requiere la intervención de un sujeto activo calificado, empero al deducirse la especifica circunstancia de agravación (artículo 342 del C.P.), se impone que ostente o hubiese tenido la calidad de miembro de la fuerza pública o de organismos de seguridad del Estado, requisito normativo que, para el caso concreto, se encuentra establecido en la medida en que no se remite a dudas que JULIO CESAR PARGA RIVAS y ANTONIO ROZO VALBUENA, tal como fehacientemente aparece acreditado en autos, ejercían como oficiales del Ejército Nacional, adscritos al Gaula Córdoba, en el grado de Mayor y Teniente, respectivamente, para el momento de la comisión de esta específica conducta típica”.  

Pero en la parte motiva de la resolución en mención, solo endilga la conducta de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO artículo 340 inciso 2° ibídem.

La anterior situación se repite en el acta de aceptación de cargos, ya que a folio 267del Cuaderno original No. 19, le enrostra al procesado ROZO VALBUENA, la circunstancia de Agravación del artículo 342 del Código Penal y translitera lo arriba plasmado, pero al momento de realizar la adecuación típica se limita al CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO, y el procesado acepta libremente los cargos que le han sido presentados; no obstante tal yerro no es trascendental y se supera verificando que las demás circunstancias que complementan el contexto factico se refieren inequívocamente a un acontecimiento específico y concreto, que no es otro que el CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO que consuman miembros de la Fuerza Pública.
El Despacho encuentra que en el presente caso la sentencia solicitada tiene plena viabilidad, por cuanto, se le dio curso en una de las oportunidades procesales señaladas por la Ley, e igualmente el procesado aceptó los cargos voluntariamente y en presencia de su defensor, es decir, con la observancia plena de las garantías legales y Constitucionales e igualmente, la calificación jurídica provisional de las conductas por las que se enrostraron cargos, están perfectamente delimitadas y atienden la garantía de legalidad en que se finca la Legislación Penal Colombiana. 
6. De los delitos endilgados:
6.1 Artículo 446. FAVORECIMIENTO. El que tenga conocimiento de la comisión de la conducta punible, y sin concierto previo, ayude  eludir la acción de la autoridad o a entorpecer la investigación correspondiente, incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años.
Si la conducta se realiza respecto de los delitos de genocidio, desaparición forzada, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, extorsión, enriquecimiento ilícito, secuestro extorsivo, tráfico de drogas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, la pena será de cuatro (4) a doce (12) años de prisión. 
Si se tratare de contravención se impondrá multa.

La conducta descrita que conculca la eficaz y recta impartición de justicia, en la causa objeto de estudio, se concreta en el hecho de que el grupo GAULA-CORDOBA, presenta ante la opinión pública como resultado operación la baja de tres presunto forajidos aun sin identificar, que surgió de la Misión Táctica TAMESIS 2, en la vereda  escobillas del Municipio de Ayapel-Córdoba.
Pero se observa que la muerte de estas personas sin identificar, no obedeció al accionar militar del GAULA, como lo sostiene JULIO CESAR PARGA RIVAS, los cuerpos sin vida de los N.N.S, entorpeciendo la labor investigativa del Estado y poder descubrir la  verdad sobre este evento acaecido el día  el día diecinueve (19) de enero de dos mil siete (2007).
6.2  Artículo 103. HOMICIDIO. El que matare a otro, incurrirá en prisión         de trece (13) a veinticinco (25) años.

  Artículo 104. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACION. La pena será de veinticinco (25) a cuarenta (40) años de prisión, si la conducta descrita en el artículo anterior se cometiere:

(…)

4. Por precio, promesa remuneratoria, ánimo de lucro o por motivo abyecto o fútil.

(…)
7. Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esta situación.

(…)

En punto de la existencia material de la lesión al bien jurídico tutelado de la vida, tenemos las dos circunstancias de agravación del punible de homicidio plasmadas arriba, recayeron sobre las siguientes victimas: 
· BALBINO ARLEY GOMEZ
· EDWIN CARLOS RODRIGUEZ ROMERO 

· YEIMER ALFREDO MORALES PEREZ
· DOUGLAS JOSE CUELLO PICO 

· ELVER ADRIAN CASALLAS MORALES
· ANDRES FELIPE MARIN PELAEZ
· AMAURY ENRIQUE MERCADO MONTES 

· CRISTIAN MANUEL SUAREZ PARDO
· JAN ALEXANDER PALMA MARTINEZ

· JHONSNIN DARIO HERNANDEZ ORTIZ

· HUMBERTO ALONSO MARQUEZ

· JUAN CARLOS MAESTRE 

· JUAN DIEGO VERGARA

· HENRY RICHARD CASTRO NARVAEZ 

· FERNELYS ENRIQUE VILLADIEGO CORRALES
· JHONATTAN LUIS GONZALEZ PRENS y  otra persona de sexo masculino sin identificar.
· MICHAEL DE JESUS SEVILLA RODRIGUEZ 
·  LUDWIN ERICKSON ORTEGA ARRIETA
· DIYER ANDRES BARONA VALENCIA
· EEFREN DARIO CHANTRE RIVERA 
·  YEISON DAVID IDROBO HOYOS
· NESTOR MANUEL SIMANCA SALCEDO  
·  ISAAC HERNANDEZ CLEMENTE
· CRISTIAN JAVIER VERGARA OZUNA, 
· LUIS FERNANDO MEJIA VIDES 
·  MIGUEL E. JIMENEZ CHAMORRO
· FRANK PADILLA BANDERA
· JHON JAIRO COLON AYALA 
·  DAYNER JOSE DE HOYOS
· En el proceso radicado No. 4773 se presentaron dos personas no identificadas.
· En el proceso Radicado No. 431 se presentaron dos víctimas no identificadas.
· JUAN CARLOS BARRETO  y SICARDI JULIO QUIROZ
· JAIR HERNANDEZ MENCO 
·  JORGE JOVANNY ROJAS ARIAS.
· RODOLFO ANTONIO BOHORQUEZ MANJARREZ, HAROLD ANDRES GUTIERREZ GONZALEZ  y una persona aun sin identificar.
· RICARDO ANTONIO MOLINA OSORIO
·  RONALD DE JESUS BERDUGO MOLINA
En los homicidios de las victimas arriba referidas, se observa un patrón de conducta constante, centrada en hacer pasar a estos por miembros activos de grupos armados al margen de la Ley, dedicados a la extorsión, secuestro, concierto para delinquir etc, en el Departamento de Córdoba, pues se halla plenamente demostrada la circunstancia de agravación prevista en el numeral séptimo del artículo 104, que hace alusión a que el delito se cometiere al colocar a la víctima en situación de indefensión o aprovecharse de esa situación, “homicidio alevoso”, como se entra a analizar.
La razón que tuvo el legislador para agravar el homicidio por esta circunstancia radica en la perversidad demostrada por el victimario al ejecutar un acto que imposibilita al agredido rechazar el injusto, comprende dos situaciones- 1ª... Que el sujeto activo coloque a su víctima en indefensión e inferioridad -indefensión provocada- 2ª...que el homicida aproveche el estado de indefensión e inferioridad en que se encuentra la víctima en el momento del acto homicida.

La indefensión provocada comprende todos aquellos casos en el que el homicida, con un comportamiento preordenado a matar coloca a la víctima en situación de indefensión o inferioridad física o moral, para luego cometer el homicidio sin riesgo para sí mismo. La indefensión aprovechada hace alusión a la condición propia en que se encuentra la víctima, sin que tal estado dependa de la conducta del homicida.

Por indefensión ha de entenderse el crear una situación en la cual le quitan al agredido las oportunidades de rechazar por sí o por otra persona la acción homicida, sea porque se disminuyan las posibilidades o porque se suprima totalmente la defensa; está indefenso no solo el que no cuenta con los medios para ello, sino también el que ha sido despojado de ellos, o que teniéndolos no puede utilizarlos, sea porque se le imposibilite por acción del homicida o porque desconoce la inminencia de la agresión.
Para lograr su objetivo, el comandante mismo del Grupo GAULA-CORDOBA, el señor JULIO CESAR PARGA RIVAS, tomaba indistintamente recursos de los rubros de Gastos Reservados del GAULA, a comprar armamento que en ocasiones resultaba defectuoso y poder de esta forma recrear la escena de un combate armado, asegurándose previamente que las víctimas  se encontraran en total incapacidad de reaccionar ante un ataque inminente, ya que como relata el ente acusador y los familiares de las víctimas, estos fueron engañados con falsas promesas de encontrar un empleo que mejorara sus condiciones de vida, y estos cándidamente se trasladaban hasta los diversos municipios de Córdoba en donde encontraban su fatídico final, aumentando así el grado de vulnerabilidad de la condición humana haciéndolos más frágiles, con lo que la lesión del bien jurídico era sobre seguro.
El comportamiento desplegado por el procesado resulta antijurídico, como quiera que vulneró, sin derecho alguno, los bienes jurídicos que el legislador quiso tutelar, como es, la vida de los asociados, tan preciado para el hombre y especialmente contemplado como derecho fundamental en la Constitución Política, de que era titular las victimas arriba relacionadas, y en donde desafortunadamente existen seis (6) personas, hasta la fecha sin identificar, sin que se evidencie en su actuar causal de ausencia de responsabilidad de las que trata el artículo 32 del Código Penal.

Ahora bien, una de las formas de obtener las  victimas para los pérfidos planes del grupo de militares confabulados con el aquí procesado, fue apoyarse en recolectores que recibían dinero a cambio de recolectar jóvenes bajo engaños, ofreciéndoles trabajos y sufragando sus gastos de transporte desde otras ciudades hasta el Departamento de Córdoba,  además de los beneficios perseguidos por el procesado, ya que siendo el comandante del Grupo GAULA-CORDOBA, reportaba resultados de un grupo que supuestamente se encargaba de la protección y seguridad de los coasociados, configurándose así las causal cuarta del artículo 104 ibídem que reza:

Por precio, promesa remuneratoria, ánimo de lucro o por motivo abyecto o fútil
La cual es enrostrada al procesado en las causas donde refulgen como victimas las siguientes personas: 

· DIYER ANDRES BARONA VALENCIA
· EEFREN DARIO CHANTRE RIVERA 
·  YEISON DAVID IDROBO HOYOS
· NESTOR MANUEL SIMANCA SALCEDO  
·  ISAAC HERNANDEZ CLEMENTE
· CRISTIAN JAVIER VERGARA OZUNA, 
· LUIS FERNANDO MEJIA VIDES 
·  MIGUEL E. JIMENEZ CHAMORRO
· FRANK PADILLA BANDERA
· JHON JAIRO COLON AYALA 
·  DAYNER JOSE DE HOYOS
· En el proceso radicado No. 4773 se presentaron dos personas no identificadas.
· En el proceso Radicado No. 431 se presentaron dos víctimas no identificadas.
· JUAN CARLOS BARRETO  y SICARDI JULIO QUIROZ
· JAIR HERNANDEZ MENCO 
·  JORGE JOVANNY ROJAS ARIAS.

· RODOLFO ANTONIO BOHORQUEZ MANJARREZ, HAROLD ANDRES GUTIERREZ GONZALEZ  y una persona aun sin identificar.
· RICARDO ANTONIO MOLINA OSORIO
·  RONALD DE JESUS BERDUGO MOLINA
La razón de ser del agravante contemplado en el Numeral 4° del artículo 104 del Código de las Penas, tiene  un alto grado  reprochabilidad social de la conducta antijurídica, como que no es la representación del resultado el motivo principal que impulsa la conducta homicida, sino el reproche material, en el que se opone un egoísmo crematístico al respecto de los derechos de las víctimas, a quien se agravia sin ninguna razón de odio o resentimiento.
Desde sus injuradas el procesado PARGA RIVAS, dejó entrever que su participación en el reato, se presentó  la mediación de los dineros que se apropio de los gastos reservados del GRUPO GAULA, que como él mismo sostiene se apropio de ellos para beneficio propio y la compra de armamento, incurriendo así en la conducta punible de PECULADO POR APROPIACION, que más  adelante se analizará.
6.3. CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO:

Artículo 340. CONCIERTO PARA DELIQNUIR. Cuando varias personas se concierten con el fin de cometer delitos (…)

Cuando el Concierto sea para cometer delitos de genocidio, desaparición Forzada de personas, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo, narcotráfico, secuestro extorsivo, extorsión o para organizar, promover armas grupos armados al margen de la ley, la pena será de prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de dos mil (2000)  hasta veinte mil (20.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
Artículo 342. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACION. Cuando las conductas descritas en los artículos anteriores cometidas por miembros activos o retirados de la Fuerza Pública o de organismos de seguridad del Estado, la pena se aumentará de una tercera parte a la mitad”.  

Tanto en el concierto para delinquir, como en la coautoría y las demás formas de participación de varias personas en la comisión del delito, se requiere de un número plural de agentes, pero contrario a lo que acontece en estas últimas, donde esa concurrencia es puramente eventual, tratándose del concierto tiene el carácter de necesario, sin que la norma que lo tipificaba al momento de su comisión, como lo tipifica ahora, exija un número específico de concertados.

Eso muestra, entonces, que en el concierto, la acción incriminada consiste en asociarse para cometer delitos, que se traduce en la existencia de un acuerdo de voluntades con permanencia en el tiempo. En la coautoría ese arreglo voluntario puede ser momentáneo u ocasional; pues la comisión del ilícito constituye la consecuencia de un querer colectivo que se manifiesta en la decisión y realización conjunta de la acción típica determinada de antemano en toda su especificidad, bien concurriendo cada uno de los plurales agentes a realizar de manera integral y simultánea el comportamiento reprimido en la ley —coautoría propia—, o mediante una división de trabajo con un control compartido del hecho o con su codominio, de manera que cada coautor al brindar un aporte objetivo a la ejecución del delito realiza la voluntad colectiva.

En el presente caso el procesado JULIO CESAR PARGA RIVAS, dirigió conscientemente la acción típica que buscaba la satisfacción de necesidades egoístas, junto con miembros de la fuerza pública y algunos civiles recolectores de victimas, como demostró la Fiscalía en su escrito acusatorio, conformando así una verdadera caterva que se prolongo en lo corrido del año dos mil siete y cuyo accionar se desplego sobre  personas incautas que eran trasladadas desde sus domicilios, hasta municipios del Departamento de Córdoba, en donde eran ejecutados privándolos de cualquier forma de defensa y luego eran mostrados ante la opinión pública como delincuentes dados de baja en combate.

Como se observa además, el señor PARGA RIVAS, ostentaba el grado de Mayor del Ejército, por lo que para el momento de la constitución de los elementos estructurales del tipo penal de Concierto Para Delinquir era un funcionario público tal y como lo define al artículo 20 de la Legislación Penal.
“Para los efectos de la ley penal, son servidores públicos…los miembros de la fuerza pública…”
6.4. FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PÚBLICO:
Conforme al escrito acusatorio presentado por la Fiscalía, el señor JULIO CESAR PARGA RIVAS, también fue llamado a juicio a responder por la conducta punible de falsedad ideológica en documento público, prevista en el Código Penal Colombiano, Libro Segundo, Título IX, Capítulo Tercero, artículo 286.

El precepto sancionador inicialmente citado, señala:

“El servidor público que en ejercicio de sus funciones, al extender documento público que pueda servir de prueba, consigne una falsedad o calle total o parcialmente la verdad, incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a diez (10) años”.

De acuerdo con la transcrita disposición, el tipo penal de falsedad ideológica en documento público se configura cuando el servidor público, en ejercicio de sus funciones, extiende documento público que puede servir de prueba, consignando una falsedad o callando total o parcialmente la verdad.

A partir de los elementos normativos que trae la descripción de la conducta en el ilícito en comento, se requiere que de un sujeto activo calificado que ostente la calidad de servidor público, y que en esa condición extienda documento público con aptitud probatoria, consignando una falsedad o callando total o parcialmente la verdad, independientemente de los efectos que ello produzca, pues, como lo ha sostenido la Corte en anteriores oportunidades, lo que la norma protege es la credibilidad en el contenido de tales documentos dada por el conglomerado, en cuanto se ha convenido otorgarles valor probatorio de las relaciones jurídico-sociales que allí se plasman
.

Sobre el tópico, también ha precisado la Sala:

“Pero esta verdad, y la realidad histórica que ha de contener el documento oficial, debe ser íntegra, en razón a la aptitud probatoria que el medio adquiere y con la cual ingresa al tráfico jurídico. En virtud de ello, el servidor oficial en la función documentadora que le es propia, no sólo tiene el deber de ceñirse estrictamente a la verdad sobre la existencia histórica de un fenómeno o suceso, sino que al referirla en los documentos que expida, deberá incluir las especiales modalidades o circunstancias en que haya tenido lugar, en cuanto sean generadoras de efectos relevantes en el contexto de la relaciones jurídicas y sociales (Sent. Cas., mayo 19/99…).

Y en cuanto a la ausencia de lesividad de la conducta falsaria, se dijo entonces que „de antiguo la jurisprudencia viene señalando que los tipos penales que recogen la conducta en referencia, son de peligro, no de lesión concreta a las relaciones jurídicas”
.
De las pruebas allegadas por la Fiscalía  y de la narración Argumentativa de los hechos, se sustrae que el Grupo GAULA-CORDOBA, realizo varios pagos a particulares, por la información que suministraban y que le permitían al grupo militar, realizar operación en las que se daban de baja a delincuentes y se desmantelaban organizaciones criminales. 
Pero en las declaraciones de los señores MARLON DARIO CARPIO LOPEZ (Co. Anexo No. 83 fol. 206), JASON YESID BRUNAL ENAMORADO (Co. Anexo 83 fol. 164), JHON JAIRO BRUNAL ENAMORADO (Co. Anexo 10 fol. 170), MIGUEL ANTONIO BULA (Co. Anexo No. 23 fol. 163), JORGE LUIS DIAZ MONROY (Co. Anexo 46 fol. 16), CARLOS ALBERTO CARTAGENA (Co. Anexo No. 54), CARLOS MARIO MURILLO ESPITIA (Co. Anexo 30), JHON JAIRO BARILLA RUIZ (Co. Anexo 15 fol. 275), quienes aparecen en los registros del GAULA, como informantes que recibieron recompensas, manifiestan que nunca suministraron información al Ejercito, ni recibieron dinero.

Se cuenta igualmente con los diversos informes de patrullaje suscritos por los comandantes de patrulla, en los que se describía una falas operación militar que pretendía ocultar las ejecuciones extrajudiciales de personas incautas, circunstancia que era conocida por el señor PARGA RIVAS, y que auspicio.  
La falsedad, en este caso fue producida por un servidor público, pues PARGA RIVAS, era teniente del Ejército Nacional,  y de tipo ideológica, porque los comprobantes de pago, no eran falsos en sus condiciones de existencia y autenticidad, sino que son mentirosas las afirmaciones que contienen. 
Para la estructuración del tipo, no se exige la acreditación de una motivación especial, o un provecho, como si se tratara de un ingrediente subjetivo, sino que el mismo se agota, en sede de tipicidad, con el conocimiento de los hechos y la voluntad, y en el escaño de la culpabilidad, con el conocimiento de la antijuridicidad del comportamiento, esto es, “reside en la conciencia y voluntad de plasmar en su condición de funcionario público y persona imputable, hechos ajenos a la verdad”
.

Se insiste, entonces, la imitación de la verdad implica que el documento pueda servir de prueba por atestar hechos con significación jurídica o implicantes para el derecho, es decir que el elemento falsificado debe estar en posibilidad de hacer valer una relación jurídica.
6.5. PECULADO POR APROPIACION:

 Se transcribe así:

Artículo 397. PECULADO POR APROPIACION. El servidor público que se apropie en provecho suyo o de un tercero de bienes del Estado o de empresas o instituciones en que éste tenga parte o de bienes o fondos parafiscales, o de bienes de particulares cuya administración, tenencia o custodia se le haya confiado en razón o con ocasión de sus funciones, incurrirá en prisión de seis (6) a quince (15) años, multa equivalente al valor de lo apropiado sin que supere el equivalente a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término.

Si lo apropiado supera un valor de doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes, dicha pena se aumentará hasta en la mitad. La pena de multa no superará los cincuenta mil salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Si lo apropiado no supera un valor de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes la pena será de cuatro (4) a diez (10) años e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término y multa equivalente al valor de lo apropiado. 

Así el peculado por apropiación, cuya esencia comportamental radica en la apropiación que en provecho propio o de tercero realiza un servidor público, respecto de bienes del Estado, o de instituciones en que este tenga parte, o de bienes parafiscales, o de particulares, en relación con los cuales tenga la administración, tenencia o custodia, por razones funcionales. 
Como se demuestra con las constancias de pago por las supuestas informaciones que recibía el grupo GAULA, el ente acusador atribuye el injusto en comento por la suma de OCHENTA Y SIETE MILLONES NOVENTA Y UN MIL DOSCIENTOS OCHENTA PESOS ($87’091.280), los cuales hacían parte del rubro de GASTOS RESERVADOS, dinero perteneciente a las arcas del Estado y  fue tomado para beneficio propio por parte del encausado. 
7. RESPONSABILIDAD DEL PROCESADO

En cuanto al aspecto subjetivo de que trata el artículo 232 de la ley 600 de 2000, alusivo a la responsabilidad de JULIO CESAR PARGA RIVAS, se tiene que en diligencia de indagatoria el procesado confesó su participación como autor de los homicidios agravados de que fueron víctimas, BALBINO ARLEY GOMEZ, EDWIN CARLOS RODRIGUEZ ROMERO, YEIMER ALFREDO MORALES PEREZ, DOUGLAS JOSE CUELLO PICO, ELVER ADRIAN CASALLAS MORALES, ANDRES FELIPE MARIN PELAEZ, AMAURY ENRIQUE MERCADO MONTES , CRISTIAN MANUEL SUAREZ PARDO, JAN ALEXANDER PALMA MARTINEZ, JHONSNIN DARIO HERNANDEZ ORTIZ, HUMBERLO ALONSO MARQUEZ, JUAN CARLOS MAESTRE, JUAN DIEGO VERGARA, HENRY RICHARD CASTRO NARVAEZ, FERNELYS ENRIQUE VILLADIEGO CORRALES, JHONATTAN LUIS GONZALEZ PRENS Y JUNTO CON ESTE, OTRA PERSONA DE SEXO MASCULINO SIN IDENTIFICAR, MICHAEL DE JESUS SEVILLA RODRIGUEZ, LUDWIN ERICKSON ORTEGA ARRIETA, DIYER ANDRES BARONA VALENCIA, EEFREN DARIO CHANTRE RIVERA, YEISON DAVID IDROBO HOYOS, NESTOR MANUEL SIMANCA SALCEDO,  ISAAC HERNANDEZ CLEMENTE, CRISTIAN JAVIER VERGARA OZUNA, LUIS FERNANDO MEJIA VIDES,  MIGUEL E. JIMENEZ CHAMORRO, FRANK PADILLA BANDERA, JHON JAIRO COLON AYALA, DAYNER JOSE DE HOYOS, En el proceso radicado No. 4773 se presentaron dos personas no identificadas, En el proceso Radicado No. 431 se presentaron dos víctimas no identificadas. JUAN CARLOS BARRETO, SICARDI JULIO QUIROZ, JAIR HERNANDEZ MENCO, JORGE JOVANNY ROJAS ARIAS, RODOLFO ANTONIO BOHORQUEZ MANJARREZ, HAROLD ANDRES GUTIERREZ GONZALEZ  Y JUNTO A ESTE UNA PERSONA AUN SIN IDENTIFICAR, RICARDO ANTONIO MOLINA OSORIO y  RONALD DE JESUS BERDUGO MOLINA, así como del PECULADO POR APROPIACION, FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO, CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO Y FAVORECIMIENTO DE HOMICIDIO y posteriormente aceptó los cargos formulados por la Fiscalía. La jurisprudencia de la Honorable Corte Suprema de Justicia ha sido reiterativa en definir cómo, cuando el procesado acepta los cargos formulados de conformidad con el artículo 40 del Código de Procedimiento Penal (37 del anterior estatuto), está asumiendo plena y conscientemente su responsabilidad penal en la conducta punible ocurrida, por lo que la sentencia dictada está eximida de valoraciones probatorias de fondo, que considera este Despacho lo serán especialmente respecto de la responsabilidad penal aceptada, “pues la manifestación del acusado releva al sentenciador de valoraciones de carácter probatorio, y justamente esa es una de las razones por las cuales se hace acreedor a una rebaja de pena”
.
El comportamiento desplegado por el procesado resulta antijurídico, como quiera que vulneró, sin derecho alguno, los bienes jurídicos que el legislador quiso tutelar, como es, la vida de los asociados, tan preciado para el hombre y especialmente contemplado como derecho fundamental en la Constitución Política, de que era titular BALBINO ARLEY GOMEZ, EDWIN CARLOS RODRIGUEZ ROMERO, YEIMER ALFREDO MORALES PEREZ, DOUGLAS JOSE CUELLO PICO, ELVER ADRIAN CASALLAS MORALES, ANDRES FELIPE MARIN PELAEZ, AMAURY ENRIQUE MERCADO MONTES , CRISTIAN MANUEL SUAREZ PARDO, JAN ALEXANDER PALMA MARTINEZ, JHONSNIN DARIO HERNANDEZ ORTIZ, HUMBERLO ALONSO MARQUEZ, JUAN CARLOS MAESTRE, JUAN DIEGO VERGARA, HENRY RICHARD CASTRO NARVAEZ , FERNELYS ENRIQUE VILLADIEGO CORRALES, JHONATTAN LUIS GONZALEZ PRENS Y JUNTO CON ESTE, OTRA PERSONA DE SEXO MASCULINO SIN IDENTIFICAR, MICHAEL DE JESUS SEVILLA RODRIGUEZ, LUDWIN ERICKSON ORTEGA ARRIETA, DIYER ANDRES BARONA VALENCIA, EEFREN DARIO CHANTRE RIVERA, YEISON DAVID IDROBO HOYOS, NESTOR MANUEL SIMANCA SALCEDO,  ISAAC HERNANDEZ CLEMENTE, CRISTIAN JAVIER VERGARA OZUNA, LUIS FERNANDO MEJIA VIDES,  MIGUEL E. JIMENEZ CHAMORRO, FRANK PADILLA BANDERA, JHON JAIRO COLON AYALA, DAYNER JOSE DE HOYOS, En el proceso radicado No. 4773 se presentaron dos personas no identificadas, En el proceso Radicado No. 431 se presentaron dos víctimas no identificadas. JUAN CARLOS BARRETO, SICARDI JULIO QUIROZ, JAIR HERNANDEZ MENCO, JORGE JOVANNY ROJAS ARIAS, RODOLFO ANTONIO BOHORQUEZ MANJARREZ, HAROLD ANDRES GUTIERREZ GONZALEZ  Y JUNTO A ESTE UNA PERSONA AUN SIN IDENTIFICAR, RICARDO ANTONIO MOLINA OSORIO y  RONALD DE JESUS BERDUGO MOLINA, e igual conculcación se presento en los bienes jurídicos tutelados de la Seguridad Pública, La Administración Pública, la Eficaz y Recta Impartición de Justicia, y La Fe Pública,  al apropiarse de recursos dinerarios del Estado, Incluir falsedades en documentos públicos, atribuirse muertes entorpeciendo la labor investigativa y de administración de justicia del Estado, y tramando junto con un grupo de personas homicidios de personas inocentes para hacerlas pasar ante la opinión pública como delincuentes, sin que se evidencie en su actuar causal de ausencia de responsabilidad de las que trata el artículo 32 del Código Penal.
En cuanto a la forma de participación se observa que actuó como autor, toda vez que participó en la comisión de la conducta en empresa criminal.
La conducta desplegada por JULIO CESAR PARGA RIVAS además de ser típica, antijurídica, es culpable, pues a sabiendas que al finiquitar la vida de las victimas mencionadas en el desarrollo de esta providencia estaba transgrediendo la normatividad penal, vulnerando el bien jurídico tutelado de la vida dirigió su voluntad a transgredirlo, ocasionándole la muerte por impactos de proyectil de arma de fuego, como así lo concluyeron los médicos forenses que suscribieron los protocolos de necropsias, así como los bienes jurídicos de la Seguridad Pública, La Administración Pública, la Eficaz y Recta Impartición de Justicia, y La Fe Pública. Es por esta razón que nace el juicio de reproche y la necesidad de imponer las respectivas sanciones previstas en el estatuto penal por su actuar contrario a derecho.

Por cuanto al proceso no se aportó prueba de carácter científico ó técnico que determinara en PARGA RIVAS alguna de las causales de inimputabilidad de que trata el artículo 33 del Código Penal y por ser mayor de edad, habrá de tenerse como sujeto imputable para los efectos punitivos.
Como corolario, se observa que los requisitos establecidos en el artículo 232 del Código de Procedimiento Penal para dictar sentencia condenatoria, se cumplen a cabalidad en este evento, por lo tanto, el fallo a proferir será de carácter condenatorio contra JULIO CESAR PARGA RIVAS, como autor de las conductas por la cuales aceptó cargos, es decir, el HOMICIDIO AGRAVADO en concurso material, heterogéneo con el de FAVORECIMIENTO DE HOMICIDIO, PECULADO POR APROPIACION, FALSEDAD EN DOCUMENTO PUBLICO, y CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO.
8. DOSIFICACIÓN PUNITIVA:
En cuanto a la pena a imponer, siguiendo los lineamientos del artículo 31 del Código Penal, pues nos encontramos frente a un concurso de conductas delictuales, debemos establecer la pena más grave, para luego aumentarla hasta en otro tanto, sin que se exceda el límite de la suma aritmética de las mismas, resultando así la pena a imponer en el caso que nos ocupa la atención.
Para la tasación de la pena a imponer a JULIO CESAR PARGA RIVAS se tendrá en cuenta la pena en el artículo 104 sin la modificación que introdujo el artículo 14 de la ley 890 de 2004, la cual fija una pena de prisión que oscila entre veinticinco (25) a cuarenta (40) años, es decir, que el ámbito punitivo oscila entre 300 y 480 meses de prisión.

	DELITO
	    MINIMO
	MAXIMO

	HOMICIDIO AGRAVADO artículo 104 (Ley 599 de 2000)
	300 meses
	480 meses

	Ámbito punitivo
	300 meses 
	480 meses


El artículo 61 del estatuto penal vigente dispone que deba dividirse en cuartos. La diferencia de los dos extremos, es 180 meses, que se divide por cuatro, para obtener el valor de cada cuarto, así:
	PRIMER CUARTO
	SEGUNDO CUARTO
	TERCER CUARTO
	SEGUNDO CUARTO

	300 a 340 meses
	345 meses un día a 390 meses 
	390 meses un día a 435 meses 
	435 meses un día a 480 meses


En consideración a que en el actuar de JULIO CESAR PARGA RIVAS no concurren circunstancias genéricas de menor punibilidad ni mayor punibilidad, para la fijación de la pena corresponde ubicarse en el cuarto mínimo que oscila entre 300 y 345 meses de prisión. Teniendo en cuenta los criterios fijados en el artículo 61 inciso 3° se tendrá en cuenta la gravedad de la conducta, el daño real causado, la necesidad de la pena y la función que ella ha de cumplir.
Así la cosas, a JULIO CESAR PARGA RIVAS correspondería por un solo homicidio, la pena de TRESCIENTOS CUARENTA Y CINCO MESES, en este caso el de BALBINO ARLEY GOMEZ, aclarando que se parte del máximo del primer cuarto mínimo pues atentó contra el bien más preciado del hombre como es la vida, más aun cuando siendo miembro activo de la Fuerza Pública de Colombia, debía velar por la protección de los derechos de todos los ciudadanos, y no le fue suficiente con quitarle la vida a la víctima, sino que además lo muestra ante la opinión pública como un delincuente que murió como consecuencia de su actuar criminal, tales circunstancia impiden a esta falladora partir del extremo mínimo del primer cuarto punitivo.
Además de lo anterior, hay que tener en cuenta el daño real causado a cada una de las familias al segar la vida  de que eran titulares, EDWIN CARLOS RODRIGUEZ ROMERO, YEIMER ALFREDO MORALES PEREZ, DOUGLAS JOSE CUELLO PICO, ELVER ADRIAN CASALLAS MORALES, ANDRES FELIPE MARIN PELAEZ, AMAURY ENRIQUE MERCADO MONTES , CRISTIAN MANUEL SUAREZ PARDO, JAN ALEXANDER PALMA MARTINEZ, JHONSNIN DARIO HERNANDEZ ORTIZ, HUMBERLO ALONSO MARQUEZ, JUAN CARLOS MAESTRE, JUAN DIEGO VERGARA, HENRY RICHARD CASTRO NARVAEZ , FERNELYS ENRIQUE VILLADIEGO CORRALES, JHONATTAN LUIS GONZALEZ PRENS, MICHAEL DE JESUS SEVILLA RODRIGUEZ, LUDWIN ERICKSON ORTEGA ARRIETA, DIYER ANDRES BARONA VALENCIA, EEFREN DARIO CHANTRE RIVERA, YEISON DAVID IDROBO HOYOS, NESTOR MANUEL SIMANCA SALCEDO,  ISAAC HERNANDEZ CLEMENTE, CRISTIAN JAVIER VERGARA OZUNA, LUIS FERNANDO MEJIA VIDES,  MIGUEL E. JIMENEZ CHAMORRO, FRANK PADILLA BANDERA, JHON JAIRO COLON AYALA, DAYNER JOSE DE HOYOS, JUAN CARLOS BARRETO, SICARDI JULIO QUIROZ, JAIR HERNANDEZ MENCO, JORGE JOVANNY ROJAS ARIAS, RODOLFO ANTONIO BOHORQUEZ MANJARREZ, HAROLD ANDRES GUTIERREZ GONZALEZ, RICARDO ANTONIO MOLINA OSORIO y  RONALD DE JESUS BERDUGO MOLINACESAR AUGUSTO FONSECA MORALES, JOSÉ RAFAEL FONSECA MORALES, JOSÉ RAMÓN FONSECA CASSIANI, Y SEIS (6) PERSONAS MÁS QUE HASTA LA FECHA NO HAN SIDO IDENTIFICADAS, que se encontraban en plena edad productiva.
Estas circunstancias revelan la capacidad para delinquir de quienes como el sentenciado deciden voluntariamente cometer esta clase de conductas de la dimensión referida, como planear y ejecutar homicidios de la forma como quedo referenciado, por lo tanto, se advierte la necesidad de imponer una pena de tal magnitud para que el encausado no vuelva a reincidir en esta clase de hechos y los demás se abstengan de hacerlo.

Teniendo en cuenta que el procesado con su orden no afecto la vida de una sola persona sino de cuarenta y tres (43), se hace necesario aplicar la figura jurídica del CONCURSO HOMOGÉNEO DE HOMICIDIOS, como quiera que se le dio muerte a las víctimas arriba relacionadas, la pena se incrementara conforme lo estipula el artículo 31 del Código Penal en CIENTO TREINTA Y CINCO (135) MESES, arroja un total de CUATROCIENTOS OCHENTA (480) MESES DE PRISIÓN como pena a imponer.

ARTÍCULO 340. CONCIERTO PARA DELINQUIR. (Modificado art.8 Ley 733 de 2.002) Registra esta conducta como pena a imponer en su inciso segundo de SEIS (6) A DOCE (12) AÑOS DE PRISIÓN Y MULTA DE DOS MIL (2.000) A VEINTE MIL (20.000) SALARIOS MINIMOS LEGALES MENSUALES, extremos punitivos que se ven afectados por lo contemplado en la circunstancia de agravación contemplada en el artículo 342 de la misma codificación penal, el cual indica que se ha de aumentar la pena de una tercera parta a la mitad, cuando el comportamiento descrito sea cometido por miembros  activos o retirados de la Fuerza Pública o de organismos de Seguridad del Estado, permitiendo establecer una pena a imponer de conformidad a lo normado en el numeral 1 del artículo 60 del Código penal de OCHO (8) A CATORCE (14) AÑOS DE PRISION Y MULTA DE DOS MIL (2.000) A VEINTE MIL (20.000) SALARIOS MINIMOS LEGALES MENSUALES, permitiendo establecer el ámbito punitivo de movilidad y por ende generador de los cuartos dentro de los cuales solo se podrá mover el sentenciador, atendiendo de esta manera los postulados del artículo 61 de la obra en comento.

Esto es, el cuarto mínimo va de 96 a 168 meses.

Al igual que en la conducta punible anterior, esta juzgadora se ubica en el primer cuarto, o cuarto mínimo que permite moverse entre NOVENTA Y SIES (96) MESES Y CIENTO SESENTA Y OCHO (168) MESES DE PRISIÓN, y en este punto aplicando el mínimo aquí establecido al acusado, esto es, NOVENTA Y SEIS  (96) MESES DE PRISIÓN y MULTA DE DOS MIL (2000) SALARIOS MINIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES. 
Artículo 397. PECULADO POR APROPIACION. Plasma una pena de prisión de seis (6) a quince (15) años, multa equivalente al valor de lo apropiado sin que supere el equivalente a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término.

Si lo apropiado supera un valor de doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes, dicha pena se aumentará hasta en la mitad. La pena de multa no superará los cincuenta mil salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Si lo apropiado no supera un valor de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes la pena será de cuatro (4) a diez (10) años e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término y multa equivalente al valor de lo apropiado. 

Como se observa el señor PARGA RIVAS, se apropio de la suma equivalente a OCHENTA Y SIETE MILLONES NOVENTA Y UN MIL DOSCIENTOS OCHENTA PESOS ($87’091.280), los cuales hacían parte del rubro de GASTOS RESERVADOS, lo que ostensiblemente supera doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes, establecidos en el año dos mil siete (2007), fecha para la cual se consumó el ilícito.(lo subrayado es del despacho). 
Es decir, que  de conformidad a lo normado en el numerales 1 y 2 del artículo 60 del Código penal, se establece una pena de SEIS  (6) AÑOS DE PRISIÓN, ES DECIR SETENTA (72) Y DOS MESES COMO CUARTO MÍNIMO A IMPONER, Y MULTA EQUIVALENTE AL VALOR DE LO APROPIADO, es decir, OCHENTA Y SIETE MILLONES NOVENTA Y UN MIL DOSCIENTOS OCHENTA PESOS ($87’091.280), E INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS POR EL MISMO TÉRMINO.
Artículo 286. FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PÚBLICO. Acarrea como consecuencia una pena de prisión que oscila entre cuatro (4) a ocho (8) años e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a diez (10) años”, delimitándose el ámbito punitivo de movilidad, el cual ha de dividirse en cuartos para establecer los cuartos dentro de los cuales ha de individualizarse la pena. Esto es, un cuarto mínimo que se delimita así:

	PRIMER CUARTO
	SEGUNDO CUARTO
	TERCER CUARTO
	CUARTO FINAL

	48 meses a 60 meses
	60 meses un día a 72 meses
	72 meses un día a 84 meses
	84 meses un día a 96 meses


Nuevamente esta juzgadora se ubica en el cuarto mínimo, esto es, entre CUARENTA Y OCHO (48) MESES DE PRISION Y CINCO (5) AÑOS DE INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS, acogiendo de que no figuran atenuantes ni agravantes, se les impone tal sanción por esta conducta a JULIO CESAR PARGA RIVAS. 

Artículo 446. FAVORECIMIENTO. Por la comisión de este injusto se incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años, pero en el caso objeto de estudio se realizo respecto del delito de homicidio, la pena a imponer será cuatro (4) a doce (12) años de prisión, delimitándose el ámbito punitivo de movilidad, así:
	PRIMER CUARTO
	SEGUNDO CUARTO
	TERCER CUARTO 
	CUARTO FINAL

	48 meses a 72 meses
	48 meses un día a 96 meses
	96 meses un día a 120 meses 
	120 meses un día a 144 meses


Al igual que la postura anterior, esta falladora partirá del extremo mínimo del primer cuarto esto es, CUATRO (4) AÑOS DE PRISION.

Ahora bien, de lo anterior se deduce que la pena más grave es la imponible por el delito de HOMICIDIO AGRAVADO acaecido tanto en la persona de BALBINO ARLEY GOMEZ como en la de EDWIN CARLOS RODRIGUEZ ROMERO, YEIMER ALFREDO MORALES PEREZ, DOUGLAS JOSE CUELLO PICO, ELVER ADRIAN CASALLAS MORALES, ANDRES FELIPE MARIN PELAEZ, AMAURY ENRIQUE MERCADO MONTES , CRISTIAN MANUEL SUAREZ PARDO, JAN ALEXANDER PALMA MARTINEZ, JHONSNIN DARIO HERNANDEZ ORTIZ, HUMBERLO ALONSO MARQUEZ, JUAN CARLOS MAESTRE, JUAN DIEGO VERGARA, HENRY RICHARD CASTRO NARVAEZ , FERNELYS ENRIQUE VILLADIEGO CORRALES, JHONATTAN LUIS GONZALEZ PRENS, MICHAEL DE JESUS SEVILLA RODRIGUEZ, LUDWIN ERICKSON ORTEGA ARRIETA, DIYER ANDRES BARONA VALENCIA, EEFREN DARIO CHANTRE RIVERA, YEISON DAVID IDROBO HOYOS, NESTOR MANUEL SIMANCA SALCEDO,  ISAAC HERNANDEZ CLEMENTE, CRISTIAN JAVIER VERGARA OZUNA, LUIS FERNANDO MEJIA VIDES,  MIGUEL E. JIMENEZ CHAMORRO, FRANK PADILLA BANDERA, JHON JAIRO COLON AYALA, DAYNER JOSE DE HOYOS, JUAN CARLOS BARRETO, SICARDI JULIO QUIROZ, JAIR HERNANDEZ MENCO, JORGE JOVANNY ROJAS ARIAS, RODOLFO ANTONIO BOHORQUEZ MANJARREZ, HAROLD ANDRES GUTIERREZ GONZALEZ, RICARDO ANTONIO MOLINA OSORIO y  RONALD DE JESUS BERDUGO MOLINA CESAR AUGUSTO FONSECA MORALES, JOSÉ RAFAEL FONSECA MORALES, JOSÉ RAMÓN FONSECA CASSIANI, Y SEIS (6) PERSONAS MÁS QUE HASTA LA FECHA NO HAN SIDO IDENTIFICADAS, debiendo partirse de ella para ahora si individualizar la pena a imponer. Es por ello que esta funcionaria partiendo de los TRESCIENTOS CUARENTA Y CINCO (345) MESES DE PRISION, se debe aumentar dicho quantum en CIENTO TREINTA Y CINCO (135) MESES por el delito de HOMICIDIO AGRAVADO agotado en la humanidad de EDWIN CARLOS RODRIGUEZ ROMERO, YEIMER ALFREDO MORALES PEREZ, DOUGLAS JOSE CUELLO PICO, ELVER ADRIAN CASALLAS MORALES, ANDRES FELIPE MARIN PELAEZ, AMAURY ENRIQUE MERCADO MONTES , CRISTIAN MANUEL SUAREZ PARDO, JAN ALEXANDER PALMA MARTINEZ, JHONSNIN DARIO HERNANDEZ ORTIZ, HUMBERLO ALONSO MARQUEZ, JUAN CARLOS MAESTRE, JUAN DIEGO VERGARA, HENRY RICHARD CASTRO NARVAEZ , FERNELYS ENRIQUE VILLADIEGO CORRALES, JHONATTAN LUIS GONZALEZ PRENS, MICHAEL DE JESUS SEVILLA RODRIGUEZ, LUDWIN ERICKSON ORTEGA ARRIETA, DIYER ANDRES BARONA VALENCIA, EEFREN DARIO CHANTRE RIVERA, YEISON DAVID IDROBO HOYOS, NESTOR MANUEL SIMANCA SALCEDO,  ISAAC HERNANDEZ CLEMENTE, CRISTIAN JAVIER VERGARA OZUNA, LUIS FERNANDO MEJIA VIDES,  MIGUEL E. JIMENEZ CHAMORRO, FRANK PADILLA BANDERA, JHON JAIRO COLON AYALA, DAYNER JOSE DE HOYOS, JUAN CARLOS BARRETO, SICARDI JULIO QUIROZ, JAIR HERNANDEZ MENCO, JORGE JOVANNY ROJAS ARIAS, RODOLFO ANTONIO BOHORQUEZ MANJARREZ, HAROLD ANDRES GUTIERREZ GONZALEZ, RICARDO ANTONIO MOLINA OSORIO y  RONALD DE JESUS BERDUGO MOLINACESAR AUGUSTO FONSECA MORALES, JOSÉ RAFAEL FONSECA MORALES, JOSÉ RAMÓN FONSECA CASSIANI, Y SEIS (6) PERSONAS MÁS QUE HASTA LA FECHA NO HAN SIDO IDENTIFICADAS; NOVENTA Y SEIS (96) MESES y multa de DOS MIL (2000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, más por el concurso con el delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO;  SETENTA (72) Y DOS MESES, Y MULTA EQUIVALENTE AL VALOR DE LO APROPIADO, es decir, OCHENTA Y SIETE MILLONES NOVENTA Y UN MIL DOSCIENTOS OCHENTA PESOS ($87’091.280), E INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS POR EL MISMO TÉRMINO Por el concurso con el punible de PECULADO POR APROPIACION; más CUARENTA Y OCHO (48) MESES DE PRISION Y CINCO (5) AÑOS DE INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS, por el concurso del injusto de FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO; más CUARENTA Y OCHO MESES (48)  DE PRISION, por el concurso del delito de FAVORECIMIENTO.
Significa ello entonces que corresponde en últimas aplicar a JULIO CESAR PARGA RIVAS una pena de SETECIENTOS CUARENTA Y CUATRO (744) MESES DE PRISIÓN Y MULTA OCHENTA Y SIETE MILLONES NOVENTA Y UN MIL DOSCIENTOS OCHENTA PESOS ($87’091.280), SALARIOS MINIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES y ONCE AÑOS DE INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS.
Sin embargo, y como quiera que el artículo 31 del Código Penal vigente para el momento de los hechos, especifica en su inciso segundo que la pena privativa de la libertad en ningún caso podrá exceder de sesenta (60) años de prisión, o lo que es lo mismo setecientos veinte (720) meses, dando alcance al principio de legalidad consagrado en el artículo 6° de la Ley 599 de 2.000, es por lo que este Despacho Judicial impondrá como pena definitiva a JULIO CESAR PARGA RIVAS la de SESENTA (60) AÑOS DE PRISIÓN y MULTA OCHENTA Y SIETE MILLONES NOVENTA Y UN MIL DOSCIENTOS OCHENTA PESOS ($87’091.280), por el punible de PECULADO POR APROPIACION, MAS DOS MIL (2000) SALARIOS MINIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES EQUIVALENTES A LA MULTA DEL CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO y ONCE AÑOS DE INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES para el momento de los hechos delictuales.

Ahora bien, en cuanto a la aplicación de la rebaja punitiva de que trata el artículo 283 de la Ley 600 de 2000, vemos que la tendencia de la legislación es la de buscar mecanismos que faciliten la investigación, por ello se han establecido algunos estímulos para quienes faciliten averiguaciones mediante la confesión, señalando el legislador como parámetros para la concesión de la rebaja punitiva, a quien durante su primera versión confesare la autoría o participación en la conducta punible que se investiga, esto ante el funcionario judicial que conoce de la actuación procesal.

En primer término debe señalar el Despacho que luego de ocurridos los hechos, y una vez conocido que JULIO CESAR PARGA RIVAS  reconoció su responsabilidad en los hechos investigados, recepcionándole indagatoria (Co 9 fol. 45-49, 93-99, 196-177, 249-260), (Co 10. Fol. 274-279) (Co. 12 fol. 21-30, 187-203) momento en el cual reconoce su autoría en los delitos enrostrados por la Fiscalía  y acepta los cargos por los homicidios perpetrados, indicando que los crímenes se había cometido con armas de fuego, los demás miembros de la Fuerza Pública que participaron y la forma  cómo utilizaba los dineros de Gastos Reservados del GAULA, lo que permite afirmar de manera categórica que se cumplen los requisitos de la confesión tipificados en los artículo 280 y 283 de la Ley 600 de 2.000, siendo viable aceptar la reducción de pena por dicha cualidad, pues la confesión fue realizada en la primera versión, ante funcionario judicial, asistido por defensor, informándosele su derecho de no declarar contra sí mismo, lo cual lo hizo de manera libre y consciente. Es claro que toda la información suministrada fue verificada por la Fiscalía.

Ahora bien, lo que igualmente pretende el legislador con esta figura jurídica es la de lograr una especie de transacción, en el sentido de que si facilita la investigación y le proporciona al operador judicial los elementos indispensables para decidir sobre su responsabilidad, como contraprestación se le concede una rebaja de una sexta parte (1/6)) de la pena a imponer en caso de llegar a una sentencia condenatoria, situación que evidentemente se presenta en este proceso, razones suficientes para que esta funcionaria conceda la rebaja punitiva que se indica.

La finalidad de esta diminuente punitiva no es otra que la de inducir a los implicados o responsables de los hechos delictivos, a que confiesen, y en tales circunstancias la terminación de los procesos pueda ser más rápida, y de tal manera contar los funcionarios judiciales con tiempo necesario para dedicar su actividad a otros procesos, permitiendo ello una agilidad en el desarrollo de las actuaciones y productividad en la administración de justicia.

Así lo ha sostenido la Honorable Corte Suprema de Justicia cuando anuncia que la rebaja de pena por confesión se justifica en cuanto representa una colaboración con el Estado:
“7. En efecto, la disminución punitiva alegada no tiene una finalidad meramente formal que implique la escueta confrontación de la primera versión del procesado con la forma en que operó su captura, como parece entenderlo el demandante, sino que como mecanismo que es de política criminal encaminada a evitar la impunidad, el ofrecimiento de una disminución de pena tiene justificación en el ahorro de esfuerzos en la obligación que el estado tiene en materia penal de asumir de manera exclusiva la carga de la prueba y en la colaboración que representa de parte del sindicado, quien con esa actitud renuncia al derecho de no autoincriminarse, lo cual, sin embargo, no releva al funcionario del deber de practicar las diligencias pertinentes para confirmar su veracidad y las circunstancias del delito, como lo exigía el artículo 297 del anterior ordenamiento procedimental y el 281 del actual”
.
Ahora bien, lo que igualmente pretende el legislador con esta figura jurídica es la de lograr una especie de transacción, en el sentido de que si facilita la investigación y le proporciona al operador judicial los elementos indispensables para decidir sobre su responsabilidad, como contraprestación se le concede una rebaja de una sexta parte (1/6)) de la pena a imponer en caso de llegar a una sentencia condenatoria, situación que evidentemente se presenta en este proceso, razones suficientes para que esta funcionaria conceda la rebaja punitiva que se indica.

Así las cosas y teniendo en cuenta el Despacho que se dan las justificantes para aplicar la reducción punitiva tipificada en el artículo 283 del código de las penas, teniendo en cuenta que el Juzgado había impuesto una sanción punitiva de SESENTA (60) AÑOS DE PRISIÓN y MULTA OCHENTA Y SIETE MILLONES NOVENTA Y UN MIL DOSCIENTOS OCHENTA PESOS ($87’091.280), más la multa por el punible de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO de DOS MIL (2000) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES y ONCE AÑOS DE INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS en contra de JULIO CESAR PARGA RIVAS, se procede a reconocer la rebaja de una sexta (1/6) parte por confesión, quedando como pena a imponer un quantum de CINCUENTA (50) AÑOS DE PRISIÓN, lo que es igual a decir SEISCIENTOS (600) MESES DE PRISION. y MULTA OCHENTA Y UN MIL DOSCIENTOS OCHENTA PESOS ($87’091.280); mas MIL SEISCIENTOS SESENTA Y SEIS (1666) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES Y CIENTO VEINTE OCHO PUNTO OCHO (128.8) MESES QUE ES LO MISMO A NUEVE (9) AÑOS, DIEZ (10) MESES Y VEINTICUATRO (24) DÍAS DE INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES.
En cuanto al descuento punitivo en razón de la  aceptación de los cargos, en virtud de la figura de la sentencia anticipada, se tiene  que esta Agencia Judicial, efectuará un descuento equivalente a un cuarenta por ciento (40%) parte de la pena, teniendo en cuenta que el procesado se acogió a sentencia anticipada, en la etapa instructiva, por lo tanto, valora la Judicatura, el ahorro del proceso y la contribución del sindicado en la solución del caso; no obstante,  por disposición del canon 40 de la codificación instrumental penal, tendría derecho a un descuento de una tercera (1/3) parte de la penalidad, sin olvidar lo lesivo de su comportamiento. 
Lo anterior, por cuanto, variamos las posturas vertidas en otras  oportunidades, la cual tenía como fundamento la copiosa  jurisprudencia sobre la materia vertida por nuestro  Máximo Tribunal de Justicia, para en la hora, también  sujetos a ese novísimo cambio de postura jurídica de la Sala de Casación Penal, hacer prevalecer los principios torales de favorabilidad e igualdad, en la aplicación de los descuentos que para el efecto consagra el canon 351 de la Ley 906 del 2004, por cuanto,  se presenta la aceptación unilateral a los cargos, ello no dista del allanamiento a los cargos, que consagra el canon 288 ibídem; y para este caso, aplicaremos al sentenciado, un descuento equivalente a un cuarenta por ciento (40%).  
La Honorable Corte Suprema de Justicia,  con ponencia del Magistrado Augusto J. Ibáñez Guzmán, recogió la línea jurisprudencial que traía de antaño, en el entendido que no era dable  jurídicamente  hablando de efectuar los descuentos punitivos establecidos  en el canon 351  de la Ley 906 del 2004, para aquél que se acogía a la terminación anormal del proceso, por la vía de la sentencia anticipada, bajo la égida del canon 40 de la Ley 600 del 2000. Así se pronunció  esa Corporación: 

“…Lo anterior para significar que es con la figura del allanamiento a cargos que la sentencia anticipada guarda similitud, en donde el imputado y la fiscalía  no ha mediado consenso y las consecuencias de ese acto unilateral libre y voluntario no depende sino del juez dentro del marco de  movilidad  que la ley confiere –hasta la mitad-…. Desde esta observación si parece  que la invocación  al principio de favorabilidad es correcta,  porque el supuesto de hecho es idéntico:  se trata de un ciudadano que admite  su culpabilidad  en unos hechos  y releva al Estado del esfuerzo de la demostración probatoria en juicio;  en las dos situaciones la pena no se acuerda, literalmente  hablando, porque aquélla se dosifica por el juez, conforme a los criterios  para su fijación  y dentro del marco de movilidad  que le confiere  el artículo 351 ejusdem en ninguno  de los dos eventos se pactan situaciones procesales  sobre la libertad, como subrogados penales; es decir,  el fiscal no acuerda  con el imputado,  la alegación de culpabilidad de aquél, previo el conocimiento de los cargos formulados  por la fiscalía…

“…Entonces, las notas diferenciadoras que se han edificado para desestimar  la aplicación del principio de favorabilidad a un sentenciado… que pretende acceder al beneficio punitivo  del artículo 351… aún ofrecen discusiones  profundas las que han marcado la disparidad de los criterios jurisprudenciales  y que deben resolverse  con la interpretación  que desarrolle el principio de igualdad…”. 
En  la actuación judicial seguida a la exsenadora YIDIS MEDINA PADILLA,  la Honorable Sala Penal,  sostuvo sobre este tópico: 
“Ahora bien, el acogimiento a la figura de la sentencia anticipada comporta para la procesada la reducción de pena que, acorde con la posición mayoritaria de la Sala
, será de una tercera parte y un día a la mitad, en virtud de la aplicación que por favorabilidad debe hacerse del artículo 351 de la Ley 906 de 2004.

“La Corte ha considerado que es procedente la aplicación favorable de normas contenidas en el nuevo estatuto procesal penal, siempre que se trate de disposiciones de carácter sustancial que regulen situaciones similares a las contenidas en la Ley 600 de 2000, en tanto resulten más benignas al procesado y no representen un instituto novedoso de imposible analogía.

“En este caso, el allanamiento a la imputación, figura procesal regulada en la nueva codificación adjetiva (artículo 351) y la sentencia anticipada de que trata la Ley 600 de 2000, coexisten y responden a una misma filosofía, como es la de admitir espontáneamente la responsabilidad penal frente a los delitos imputados, evitando que se agote íntegramente la actuación procesal y reduciendo así el desgaste de la administración de justicia.

“En ese orden de ideas, es procedente la aplicación de la Ley 906 de 2004, artículo 351, en virtud del principio de favorabilidad, toda vez que se trata de una ley procesal de efectos sustanciales, cuyo reconocimiento consulta más favorablemente a los intereses de la procesada, habida consideración de que posibilita una rebaja de pena hasta de la mitad”
. 
Bajo tales presupuestos, es decir, la indudable cercanía sustantiva existente entre los beneficios derivados de la sentencia anticipada prevista en la ley 600 y la aceptación de cargos establecida en la Ley 906, se puede concluir que dentro del caso bajo estudio el principio de favorabilidad penal constituye una excepción al principio de irretroactividad de la ley, lo que permite, en primer lugar, que dentro del tránsito legislativo la autoridad judicial respectiva deba aplicar la norma más benéfica para la persona condenada.

 En el mismo sentido la Honorable Corte Constitucional en Sentencia T-393 de 2008 M.P. CLARA INES VARGAS HERNANDEZ, dijo:

“Bajo los parámetros antedichos y con el fin de resolver el asunto objeto de revisión, esta Sala verificará el cumplimiento de los requisitos particulares de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales.  Para el efecto, establecerá si el presente caso se ajusta a los presupuestos previstos por la jurisprudencia constitucional para la aplicación del principio de favorabilidad en materia penal, cuando se trata de una persona que se acogió a sentencia anticipada, en vigencia de la Ley 600 de 2000. 

 

Con base en lo anterior y a partir de las pruebas allegadas al expediente es claro que el actor fue condenado mediante sentencia anticipada de conformidad con lo previsto en la Ley 600 de 2000, como autor responsable del delito de “tráfico, fabricación y porte de estupefacientes”.  Igualmente se ha comprobado que, en aplicación del principio de favorabilidad penal, éste solicitó la redosificación de la pena bajo las condiciones del artículo 351 de la Ley 906 de 2004.  No obstante, la segunda instancia le negó la disminución punitiva, pues diferenció la naturaleza y el contexto aplicable a las dos figuras, es decir, la sentencia anticipada y la aceptación de cargos.  Específicamente, infirió que la rebaja contenida en el artículo 351 de la ley 906 no puede ser aplicada sino únicamente a los delitos cuya pena haya sido aumentada conforme a la ley 890 de 2004.

Entonces, comoquiera que los supuestos de hecho planteados en la presente acción coinciden con otros con similares circunstancias sobre los que esta corporación se ha pronunciado previamente, infiere la Sala que respecto del problema jurídico planteado se configura un precedente jurisprudencial consolidado (C-592 de 2005, T-1211 de 2005, T-091 de 2006, T-941 de 2006, T-966 de 2006, T-082 de 2007, T-106 de 2007, T-232 de 2007, T-356 de 2007, T-434 de 2007, T-444 de 2007, T-647 de 2007 entre otras)[42].  En consecuencia, esta Sala concederá el amparo constitucional solicitado, pues las decisiones judiciales en cuestión, fueron adoptadas a partir de una interpretación contraria al principio de favorabilidad penal consagrado en el artículo 29 Superior, situación que indiscutiblemente genera un defecto sustantivo o material[43], que permite la procedencia de la acción de tutela con el fin de proteger los derechos fundamentales a la igualdad y al debido proceso. 

Respecto de lo anterior, no sobra recordar que la sentencia anticipada (Ley 600 de 2000) y el allanamiento o aceptación de cargos (Ley 906 de 2004), son figuras similares a pesar de encontrarse en sistemas de investigación penal distintos, razón por la cual -a partir del análisis minucioso realizado por esta corporación- resulta más favorable el sistema de disminución de la pena previsto en la última normativa, “en cuanto permite un mayor rango de movilidad del aplicador para determinar el descuento punitivo, particularmente en relación con quien se allana en la diligencia de reformulación de cargo.

En conclusión, se le impondrá a JULIO CESAR PARGAS RIVAS, como pena definitiva un total de TRESCIENTOS SESENTA (360) MESES DE PRISIÓN que equivale a TREINTA  (30) AÑOS, y  MULTA OCHENTA Y SIETE MILLONES NOVENTA Y UN MIL DOSCIENTOS OCHENTA PESOS ($87’091.280); más NOVECIENTOS NOVENTA Y NUEVE PUNTO CUATRO (999.4) SALARIOS MINIMOS LEGALESMENSUALES, por concepto de multa del CONIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO VIGENTES y  CINCO (5) AÑOS, (9) MESES  DE INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS, por los punibles de HOMICIDIO AGRAVADO, CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO, FAVORECIMIENTO DE HOMICIDIO, FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO Y PECULADO POR APORPIACION. 
9. OTRAS DETERMINACIONES

Observa este Despacho que en el acta de aceptación de cargos del señor JULIO CESAR PARGA RIVAS, a folios 142 hasta el folio 150 del Cuaderno No. 19 el Fiscal de la Causa enrostra al procesado la causa Radicada No. 6542: en la que se establece que El día once (11) de Marzo de dos mil siete (2007), en zona rural del municipio de CERETE-CORDOBA, con ocasión de la misión Táctica TAMESIS 14, en la que resulto muerto el señor FABIO ENRIQUE TABOADA AVILA, y a una persona que no se logró identificar, hechos que según lo escrito dice no aceptar su responsabilidad, por lo que se le solicita a la Fiscalía se sirva aclarar si se cometió un error de transcripción o si por el contrario se adelantara como causa independiente estos hechos.
En cuanto a la petición elevada por el condenado de ser trasladado al centro de reclusión militar de Tolemaida, y apoyada en una nutrida línea jurisprudencial, a la que la Fiscalía Sexta Especializada de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, no presenta objeción alguna,  este despacho entra a estudiar tal petición a la Luz del Código Penitenciario y Carcelario.

EL ARTÍCULO 27 de la Ley 65 de 1993 establece lo siguiente:

ARTICULO 27. CARCELES PARA MIEMBROS DE LA FUERZA PUBLICA. Los miembros de la Fuerza Pública cumplirán la detención preventiva en centros de reclusión establecidos para ellos y a falta de estos, en las instalaciones de la unidad a que pertenezcan.
La organización y administración de dichos centros se regirán por normas especiales.
En caso de condena, el sindicado pasará a la respectiva penitenciaría en la cual habrá pabellones especiales para estos infractores.
Sobre el tema objeto de estudio la Honorable Corte Constitucional expreso lo siguiente:
“Los Códigos de Procedimiento Penal y  Penitenciario y Carcelario contienen distintas normas destinadas a asegurar la separación de los reclusos por categorías. Ello con el fin de garantizar los derechos a la vida e integridad personal de los reclusos, la presunción de inocencia y la preservación de la identidad cultural - en el caso de los indígenas. Igualmente, la clasificación de los reclusos00 contribuye a diseñar programas diferenciados para la resocialización de los condenados. 
La disposición que ordena la separación de los internos por razones de sexo y de edad es acatada. Sin embargo, las que determinan que los miembros de la Fuerza Pública serán recluidos, para efectos de la detención preventiva, en establecimientos especiales es vulnerada en forma manifiesta. Igual ocurre con la separación de los sindicados y los condenados. Como ya se ha señalado, este incumplimiento de la ley entraña una grave amenaza para los derechos a la vida y la integridad personal de los miembros de la Fuerza Pública detenidos. Por eso, la Corte ordenará que estos internos sean trasladados, en un plazo no mayor de tres meses a la notificación de esta sentencia, a establecimientos especiales, tal como lo dispone la ley, independientemente del delito que hayan cometido.”
 
Por lo anterior y en vista de la calidad de militar que ostento el señor JULIO CESAR PARGA RIVAS, para salvaguardar su vida y alejarlo de cualquier peligro derivado de la actividad que ejercía como miembro de la Fuerza Pública, se ordena al Instituto Penitenciario y Carcelario INPEC, trasladar bajo su entera responsabilidad al señor JULIO CESAR PARGA RIVAS al Centro de Reclusión Militar de TOLEMAIDA, para que cumpla la pena impuesta. 
10. MECANISMOS SUSTITUTIVOS DE LA PENA

Establece el artículo 63 del Código Penal, dos requisitos para la concesión del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, uno de aspecto objetivo, y otro subjetivo, respecto del primero exige que la pena impuesta sea de prisión que no exceda de tres (3) años, lo que para el presente caso no se cumple, toda vez que la pena impuesta supera ostensiblemente dicho término, relevando de suyo al Juzgado de cualquier otro pronunciamiento respecto al factor subjetivo, por cuanto dichos aspectos se deben dar de manera simultánea y no por separado. Por tanto, ha de señalarse que no tiene derecho el aquí sentenciado a que se les conceda dicho beneficio.

Tampoco frente al sustitutivo de la prisión domiciliaria, contemplada dentro del artículo 38 del actual Código de las Penas, para gozar de dicho mecanismo; igualmente, se establecen dos presupuestos, uno de orden objetivo y otro subjetivo, respecto del primero se exige que la sentencia impuesta lo sea por una conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley sea de cinco (5) años de prisión o menos; como vemos, dentro del presente caso, dicha pena mínima sobrepasa también ostensiblemente lo enunciado por el legislador, por lo que igualmente el factor objetivo no se cumple, excluyendo cualquier pronunciamiento respecto del factor subjetivo por obvias razones. 
11. PERJUICIOS:
De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley 600 de 2000, preceptúa que toda conducta punible origina acción penal y puede ocasionar a su vez, acción civil, a su vez el artículo 94 del Código Penal, la conducta punible origina la obligación de reparar los daños y perjuicios causados con su comisión, igualmente debe acreditarse en el proceso, cual fue el menoscabo patrimonial sufrido por el perjudicado. De otra parte, preceptúa el Artículo 96 del mismo estatuto penal que “Los daños causados con la infracción deben ser reparados por los penalmente responsables, en forma solidaria, y por los que, conforme a la ley sustancial, están obligados a responder”.
En relación con los perjuicios materiales entendidos por la doctrina como aquellos que afectan el patrimonio de las personas, es decir, los que modifican la situación pecuniaria de los perjudicados, compuesto por el daño emergente y el lucro cesante, en cuanto al primero está conformado por las sumas de dinero que salen del patrimonio de los perjudicados para atender las consecuencias del daño causado, en relación con el delito de HOMICIDIO AGRAVADO, serían los gastos de sepelio, mientras que el lucro cesante lo constituye la falta de productividad del dinero que salió del patrimonio económico de los afectados, en el caso del delito de HOMICIDIO harían parte del lucro el aporte que proporcionaban el occisos a su familia, pero en la presente causa, NO se allegaron pruebas con la que se demostrara el monto de los gastos que tuvo que sufragar la familia para el sepelio, el monto del sueldo que recibían los obitados por su trabajo, por lo tanto, atendiendo a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 97 que establece que el daño material debe probarse este Despacho se abstendrá de condenar por concepto de perjuicio de orden material daño emergente al sentenciado JULIO CESAR PARGA RIVAS.

Sobre este particular es pertinente citar Jurisprudencia de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia; “...no obstante que el art. 55 del Código de Procedimiento Penal, que se refiere a los perjuicios, se orienta a promover las condenas en concreto, con el fin de evitar las cómodas e ineficaces condenas en abstracto, ha de saberse que dicho precepto tiene como exigencia “que se haya demostrado la existencia de perjuicios provenientes del hecho investigado..” Y dentro de la prueba de los perjuicios, obviamente debe involucrarse la de la realidad del perjudicado, pues lógicamente no es posible concebir aquellos si no están radicados en éste, y tanto unos como otros llegan al conocimiento del Juez por un proceso demostrativo y no por mero decisionismo o intuición. En este caso, no esta acreditada en debida forma la existencia de los perjudicados, razón por la cual no habrá lugar a condenación en perjuicios,”

Por lo anterior y de manera oficiosa este juzgado fijará como perjuicios los de carácter moral, haciendo claridad que estos se refieren al menoscabo que sufre en sus sentimientos, en su salud física o psíquica, en sus creencias, en la estima social, o en la dignidad una determinada persona por la pérdida de un ser querido, donde la indemnización es solo un medio compensatorio.
Se impondrá como perjuicios morales equivalentes en moneda nacional al acusado JULIO CESAR PARGA RIVAS la suma de VEINTITRÉS PUNTO DOS (23.2) SALARIOS MINIMOS LEGALES MENSUALES para la época de los hechos, a favor de los herederos o quien demuestre legitimo derecho de cada uno de los occisos.

Concretamente se tiene que se condenará al aquí sentenciado JULIO CESAR PARGA RIVAS al pago de NOVECIENTOS NOVENTA Y SIETE PUNTO SEIS   (997.6) SALARIOS MINIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES para la fecha de los hechos, como indemnización de perjuicios morales, con ocasión de los delitos de homicidio agravado, señalándose como plazo para la VIGENTES A LA FECHA DE SU CANCELACION, por los que se condenará al sentenciado JULIO CESAR PARGA RIVAS, no se le fijará plazo para su reparación en razón a que no es acreedor del subrogado de la suspensión de la ejecución de la pena privativa de la libertad.
El tiempo que lleva el condenado, en detención preventiva, en razón de este proceso, le será tenido en cuenta como parte cumplida de la pena impuesta.

Contra este pronunciamiento,  proceden los recursos de apelación y queja.
Una vez en firme el fallo, se ordena remitir el infolio  de copias, al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad competente.
Ejecutoriado este proveído, remítase por Secretaría las  comunicaciones de Ley. 

A mérito de lo expuesto, el Juzgado Penal del Circuito Especializado Adjunto de Montería, Administrando Justicia En Nombre  De La República y Por Autoridad de la Ley,
RESUELVE:

PRIMERO: Declarar penalmente responsable de la comisión dolosa de los  injustos de HOMICIDIO AGRAVADO, artículos 103 y 104 numerales 4° y 7° del Código Penal, CONCIERTO PARA DELINQUIR AGARAVADO artículo 340 y artículo 342,  de la Codificación Sustancial; PECULADO POR APROPIACION artículo 397; FAVORECIMIENTO artículo 446, FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO artículo 282 ibídem,  al ciudadano JULIO CESAR PARGA RIVAS de notas civiles  y personales conocidas en autos, en su calidad de autor.
SEGUNDO: Condenar a JULIO CESAR PARGA RIVAS a la pena privativa de la libertad de TRESCIENTOS SESENTA (360) MESES DE PRISIÓN que equivale a TREINTA  (30) AÑOS, y  MULTA OCHENTA Y SIETE MILLONES NOVENTA Y UN MIL DOSCIENTOS OCHENTA PESOS ($87’091.280); más MIL OCHENTA (1080) SALARIOS MINIMOS LEGALESMENSUALES, por concepto de multa del CONIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO VIGENTES y  OCHO (8) AÑOS, NUEVE (9) MESES  y CATORCE (14) DIAS DE INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS, por los punibles de HOMICIDIO AGRAVADO, CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO, FAVORECIMIENTO DE HOMICIDIO, FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO Y PECULADO POR APORPIACION.
TERCERO: Dar estricto cumplimiento al acápite de otras determinaciones. 
CUARTO: No concederle ninguno de los mecanismos sustitutivos de la pena; como tampoco, sustituirle la pena de prisión por la prisión domiciliaria.
QUINTO: Conceder a favor de los herederos o quien demuestre legitimo derecho de cada uno de los occisos, la suma de VEINTITRÉS PUNTO DOS (23.2) SALARIOS MINIMOS LEGALES MENSUALES para la época de los hechos, por los perjuicios Morales.
SEXTO: El tiempo que lleva el condenado, en detención preventiva, en razón de este proceso, le será tenido en cuenta como parte cumplida de la pena impuesta.
SÉPTIMO: Contra este pronunciamiento proceden los recursos de apelación y queja.
OCTAVO: Una vez en firme el fallo, se ordena remitir el infolio  de copias, al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, competente.
NOVENO: Ejecutoriado este proveído, remítase por Secretaría las  comunicaciones de Ley.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
ROSANA MATTAR MUNIVE
                                                  JUEZ
ARNALDO GOMEZ DE CASTRO
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